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La sombra de la Ley Fundamental
de Bonn de 1949 planeó sobre el de-
bate constituyente y por ello algu-
nos de sus preceptos impregnan la
Constitución de 1978. Ahora bien, si
el texto constitucional alemán era
manejado con facilidad por los dipu-
tados, no lo eran tanto la doctrina
y jurisprudencia originadas por el
funcionamiento de las instituciones
estatales alemanas. La ejecución de
las previsiones constitucionales rela-
tivas a la distribución territorial del
poder político planteará un conjunto
de problemas y muy pronto, desde
relevantes posiciones de nuestra doc-
trina, se destacará el interés por los
estudios de derecho comparado. La
experiencia federal alemana pronto
aparecerá como el objetivo central de
varias investigaciones, trasladando
así el centro de interés de la doctri-
na iuspublicista de nuestro país, co-
mo se puede comprobar fácilmente
echando un vistazo a las publicacio-
nes de los últimos años; la Repúbli-
ca Federal Alemana ha sustituido a
Italia como punto de mira de los es-
ludios jurídicos.

La obra que comentamos se inser-
ta plenamente en esta tendencia, pe-
ro con unas características especiales
que la dotan de un interés extraor-
dinario en el panorama de los es-
tudios recientemente publicados. La

especificidad reside en el carácter
global y sistemático con que se abor-
da la explicación del orden federal
alemán y con esta finalidad se dan
unas breves, pero imprescindibles,
pinceladas a los antecedentes histó-
ricos. Marco histórico necesario para
situar la Ley Fundamental de Bonn
en su contexto, en la concreta reali-
dad histórico-social. El proceso de
construcción del Estado alemán es el
punto de referencia imprescindible
para entender el propio articulado del
texto constitucional y los principios
rectores del funcionamiento de las
diferentes instancias territoriales ale-
manas.

La investigación, resultado de una
estancia en ese país que conducirá
posteriormente a la elaboración y
presentación de la Tesis Doctoral, no
tiene como finalidad un análisis com-
paratista, sino que pretende centrar-
se en el derecho alemán, conocer la
larga experiencia de un sistema de
organización compuesta del poder es-
tatal que, por su tradición y la soli-
dez de la doctrina elaborada, aparece
como punto de referencia en la cons-
trucción del llamado Estado de las
autonomías. No se trata de trasladar
miméticamente instituciones ni de in-
sertar las soluciones dadas en otro
país a los problemas de carácter si-
milar planteados, ya que los contex-
tos históricos constitucionales son di-
ferentes.

El libro está dividido en dos gran-
des partes. La primera (diez capítu-
los) es una síntesis de la estructura
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federal alemana, en la que se expo-
nen los elementos esenciales del mo-
delo de la RFA, los rasgos caracte-
rísticos de su organización estatal,
basada en el principio de división
vertical del poder político. Partiendo
de esta perspectiva, la segunda parte
(cinco capítulos) analiza las relacio-
nes entre las distintas instancias te-
rritoriales, el funcionamiento, la di-
námica de los diversos niveles esta-
tales. El trabajo se centra fundamen-
talmente en un tipo específico de
relaciones entre la Federación y sus
miembros, caracterizado por la utili-
zación de formas de relación que
comportan una interdependencia de
las diferentes instancias. Hay que
destacar, por tanto, el interés que
ofrece la inserción del análisis de las
prácticas cooperativas en el contexto
de una exposición global sobre el sis-
tema federal alemán, ya que permite
apreciar nítidamente la especificidad
de este tipo de relaciones interesta-
tales, así como destacar el elemento
esencial por la efectividad real de las
mismas: la posición constitucional de
los Lander en el orden federal dise-
ñado por la Ley Fundamental de
Bonn.

La obra empieza con una breve ex-
posición del rol del federalismo en
la evolución constitucional alemana,
en la formación del Estado alemán
y en la reconstrucción del orden cons-
titucional en la posguerra, elemento
necesario para entender el papel de
los Lander en la organización del po-
der estatal y la radical diferencia con
la posición de las Comunidades Autó-
nomas, que responden a un proyecto
de descentralización del poder polí-
tico en un país de larga tradición
centralista. Tras los antecedentes his-
tóricos se destaca la opción de la LF
al considerar el principio federal co-
mo valor básico, como determinación
fundamental, hasta el límite de de-
clararlo intangible, expresando así la
posición de esta determinación en el
cuadro de los valores sobre los que

se fundamenta el Estado alemán. Es-
ta posición se concreta en dos cues-
tiones que permiten comprender la
relevancia, el carácter estructural del
principio federal. Estas son, por un
lado, la consideración del carácter es-
tatal de los Lander, su configuración
como centros de decisión política, de
dirección discrecional en el ámbito
de sus espacios competenciales; en
definitiva, la organización pluralista
de los centros de poder. Y, por otra
parte, el tema reflejado en la polé-
mica planteada en torno a si el Es-
tado federal es un conjunto formado
por tres miembros unidos entre sí:
el Estado central, los Estados miem-
bros y el Estado federal o de conjun-
to, o bien si está integrado por dos
niveles: los Estados miembros y el
Estado federal como Estado de con-
junto. Esta polémica es importante
porque plantea correctamente los tér-
minos del debate, a diferencia del
confusionismo existente en nuestro
país en torno al término Estado, que
a menudo se emplea para referirse
a realidades muy diversas. En la RFA,
la doctrina mayoritaria, reforzada por
la jurisprudencia del Tribunal Cons-
titucional Federal, se inclina por con-
siderar que no existe, frente al Bund
como Estado del conjunto, un Estado
central, sino que éste se dota de una
organización central que, junto a las
organizaciones de los miembros, rea-
liza todas las funciones estatales. Te-
sis importante por las consecuencias
que de ella se derivan para la es-
tructuración de las relaciones Bund-
Lá'nder.

En el capítulo siguiente se desgra-
na el sistema de distribución de com-
petencias, y hay que agradecer la cla-
ridad y sistemática con que se ex-
pone, clarificando el esquema que
utiliza nuestra doctrina. Planteados
los principios rectores, se exponen
los diferentes criterios de ordenación
de las competencias legislativas (le-
gislación exclusiva federal, legislación
concurrente federal, legislación mar-
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co federal, legislación federal de prin-
cipios) y de las competencias ejecu-
tivas. La organización administrativa
alemana responde a un principio muy
clarificador y que facilita unos nive-
les de eficiencia altos: la regla de
presunción de competencia general
para los Lander en la ejecución de
las leyes. La utilización de forma pre-
ferente del aparato organizativo de
los Lander es un elemento decisivo
para evitar duplicidades burocráticas.
La LF articula diferentes técnicas pa-
ra garantizar la intervención del Bund
en la ejecución de leyes federales,
técnicas que se gradúan en función
del carácter con que la responsabili-
dad de la ejecución es atribuida a
los Lander: por mandato constitucio-
nal (cláusula general) o por delega-
ción del Bund (en supuestos en que
el elemento financiero es determinan-
te). En este último caso, los poderes
de dirección son muy importantes
(potestad organizadora, reglamenta-
ria, inspectora). Seguramente este
factor explica que determinados sec-
tores doctrinales hayan caracterizado
al federalismo alemán como un «fe-
deralismo de ejecución», valorando
las competencias legislativas efecti-
vas de los Lander como residuales.

Aparte se analiza el problema plan-
teado por la organización del poder
judicial, que, por las propias carac-
terísticas de la Administración de
Justicia y por los requerimientos
constitucionales en materia de status
de los jueces, obliga a utilizar crite-
rios específicos y a matizar las reglas
generales de distribución de compe-
tencia. Un tratamiento especial pre-
senta el ámbito de las relaciones ex-
teriores, en donde se invierte la regla
de presunción de competencia gene-
ral a favor de los Lander, pero al mis-
mo tiempo se articulan mecanismos
para garantizar las atribuciones de
éstos (derecho de audiencia y dere-
cho a concluir tratados), preservando
el derecho del Bund a diseñar la po-
lítica internacional.

Posteriormente se dedica un capí-
tulo a exponer el funcionamiento de
la cláusula de prevalencia del dere-
cho federal, cuya función es resolver
colisiones normativas en detrimento
de las técnicas generales de resolu-
ción de conflictos entre normas. Con-
siderarla norma de colisión y no nor-
ma de competencia es una constante
en la doctrina y jurisprudencia cons-
titucionales alemanas, que destacan,
además, el hecho que precisamente
sirve para resolver conflictos deriva-
dos de la aplicación de las normas
de competencia.

En el capítulo siguiente se explican
los diferentes mecanismos de influen-
cia de los Lander en el Bund, el rol
importante de éstos en la formación
de la voluntad del Bund. La correcta
apreciación de la necesaria interven-
ción del Bundesrat en funciones que
se extralimitan de sus típicas tareas
parlamentarias constituye uno de los
elementos claves para entender el
funcionamiento del sistema federal
alemán. A la centralización de la fun-
ción legislativa corresponde un au-
mento de la participación de los Lan-
der en la formación de las leyes, ya
que el Bundesrat puede oponer su
veto e incluso, en determinados su-
puestos, se requiere imprescindible-
mente su consentimiento para la apro-
bación de las leyes. Pero donde sor-
prende más la intervención del Bun-
desrat es en el ámbito de funciones
tradicionalmente reservadas a la Ad-
ministración, como la producción re-
glamentaria (necesidad de prestar el
consentimiento para su aprobación)
y la acción gubernativa (nombramien-
to de altos cargos, aprobación de la
creación de órganos administrativos
y participación en determinados or-
ganismos federales). A una ejecución
federalizada corresponde una federa-
lización de la decisión en el sentido
de un proceso de formación de la vo-
luntad participativo, colectivo y uni-
tario, ya que se traducirá en una úni-
ca decisión.
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Bajo la rúbrica de la influencia del
Bund sobre los Lander se exponen
las diferentes facultades de interven-
ción del Bund en el ámbito de la ac-
tividad de los Lander: la inspección
federal, la ejecución estatal forzosa,
la intervención federal. Se trata de
analizar en qué proporción la Fede-
ración ejerce su influencia sobre sus
miembros, cuáles son los mecanismos
extraordinarios de reconducción a la
unidad a disposición de la Federación.
El equilibrio con que la LF diseña la
influencia respectiva del Bund sobre
los Lander y de éstos sobre la Fede-
ración nos indica cómo se ha resuel-
to la tradicional tensión entre plura-
lidad y unidad, que es el elemento
definidor de un determinado modelo
federal. El capítulo dedicado al fun-
cionamiento del principio de fideli-
dad federal (Bundestrue) expone la
función de éste como síntesis del con-
junto de técnicas de garantía del prin-
cipio de unidad y de actuación armó-
nica de todos los poderes públicos
del Estado federal. Tiene un rol mo-
dulador de las relaciones entre la Fe-
deración y sus miembros y funda-
menta obligaciones para los diferen-
tes niveles en el ejercicio de compe-
tencias; tiene una función específica
como límite negativo.

La exposición de la estructura fe-
deral alemana se cierra con dos ca-
pítulos dedicados, respectivamente,
al análisis de relaciones financieras
y al sistema de resolución de conflic-
tos. La Constitución financiera indi-
ca la realidad de la división de fun-
ciones entre las diferentes instancias
estatales. Si las competencias se atri-
buyen sin los correspondientes me-
dios, difícilmente se puede hablar de
federalismo, ya que los miembros no
disponen de capacidad para ejercer
una dirección política propia, sino
que están supeditados a la Federa-
ción. Esta cuestión aparece actual-
mente como el nudo gordiano de los
diferentes tipos de Estado compuesto.

Destacados los elementos estructu-

rales del orden federal alemán, la se-
gunda parte del libro analiza las re-
laciones cooperativas en el federalis-
mo contemporáneo. Al haber expues-
to previamente el sistema en su con-
junto, permite colocar exactamente
en su lugar el tipo de institución es-
tudiada evitando generalizaciones; la
cooperación es un fenómeno moder-
no que introduce elementos nuevos
en los Estados federales, pero que no
crea un tipo diferente de Estado com-
puesto que permita referirnos de for-
ma genérica al federalismo coopera-
tivo. La cooperación no puede desig-
nar simplemente una colaboración
general entre la Federación y sus
miembros, ya que la exigencia de co-
laboración se deriva de la propia exis-
tencia del Estado federal y, por ello,
todas las Constituciones prevén dife-
rentes mecanismos de reducción a la
unidad, técnicas de relación evidentes
en el sistema de distribución de com-
petencias. La exigencia de colabora-
ción halla su manifestación más in-
tensa en el principio de fidelidad fe-
deral que preside el sistema de rela-
ciones entre las diferentes instancias.
Para que «cooperación» sea un con-
cepto operativo se ha de utilizar el
término con mesura y reservarlo pa-
ra un conjunto de formas especiales
de interrelación de todas las instan-
cias federales. Toda esta parte del
libro está destinada a poner de relie-
ve la especificidad de la cooperación
y, por este motivo, en ella se lleva
a cabo un análisis sistemático de los
diferentes mecanismos que permite
formular posteriormente un concep-
to global de cooperación.

Por ello se hace un breve repaso
de la aparición de la cooperación en
dos sistemas federales dotados de ca-
racterísticas diferenciadoras, EE. UU.
y la RFA, que permite entender el
sentido de la cooperación y distin-
guirla de otras figuras próximas co-
mo la coordinación y el auxilio, que
se analizan especialmente en un ca-
pítulo en el caso de Alemania, sepa-
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rando los supuestos de carácter ver-
tical de los de carácter horizontal.
La tesis del autor es que la coopera-
ción en sentido estricto se diferencia
cualitativamente de las otras institu-
ciones al consistir en una toma con-
junta de decisiones, en un coejercicio
de las competencias. Las diferentes
instancias se responsabilizan conjun-
tamente de las actuaciones que rea-
lizan, dejan de ejercer de forma se-
parada, independiente, sus atribucio-
nes. La cooperación aparece así como
el mecanismo que permite resolver
los problemas derivados de la inter-
relación e interdependencia que pre-
sentan los diferentes sectores o ma-
terias atribuidas a los poderes esta-
tales. La complejidad de la interven-
ción pública en la actividad económi-
ca y en el ámbito de las prestaciones
sociales, así como las exigencias de
eficacia y racionalidad en la actua-
ción administrativa, difícilmente en-
cajan en un sistema de división de
competencias que las considere como
compartimentos estancos. Muchos de
los problemas planteados actualmen-
te necesitan tratamientos unitarios,
complementando las actuaciones de
los diferentes niveles de gobierno, y
la cooperación, la actuación conjunta
de las diversas instancias territoria-
les, es la respuesta a estos requeri-
mientos. El problema que se plantea
es el de la constitucionalidad, al mar-
gen de expresas previsiones de la
propia Constitución, de las prácticas
cooperativas. Así, todo régimen coo-
perativo, al margen de lo establecido
en la LF, habrá de ser fruto del
acuerdo de las partes y supondrá una
posición de igualdad de éstas. Por
ello, en el capítulo dedicado a anali-
zar este tipo de relación se separa
la cooperación libre (convenios y ór-
ganos comunes) de la cooperación
institucionalizada, mención con la que
es hace referencia a las instituciones
previstas en la LF.

Si la distinción entre la coordina-
ción como forma de proceder, como

método de actuación, y la coopera-
ción como ejercicio conjunto de com-
petencias, es válida a nivel teórico,
a la hora de analizar casuísticamente
los diferentes mecanismos existentes,
a menudo la cuestión aparece más
confusa, sobre todo si tenemos en
cuenta dos circunstancias: en primer
lugar, que solamente cuando la coo-
peración está constitucionalizada po-
demos hablar de atribución conjunta
de competencias, ya que, si no, al
tener carácter voluntario se tratará
sencillamente de una forma de ejer-
cer competencias y, por tanto, muy
próxima a la coordinación; y en se-
gundo lugar que, a menudo, el funda-
mento inmediato de relaciones de au-
xilio o de coordinación lo encontra-
mos en un instrumento típicamente
cooperativo como el convenio. Por lo
tanto, en el libro se exponen los prin-
cipales mecanismos de coordinación
y auxilio, tanto de carácter horizon-
tal como vertical, para analizar des-
pués los diferentes aspectos de las
relaciones de cooperación estrictas.
Hay que hacer mención de una ins-
titución muy interesante para evitar
duplicidades burocráticas (minimizar
los costes de funcionamiento de los
servicios maximizando la eficiencia
de los recursos públicos); nos referi-
mos al denominado órgano común.
Se trata de unos órganos (o entes)
que realizan determinadas tareas
asignadas originariamente a diferen-
tes partes y que éstas han decidido
ejercer en común. Las características
de las competencias ejercidas, pro-
duciendo actos con efectos a terce-
ros o con relevancia interna para la
Administración, y la posición, la in-
serción en la organización adminis-
trativa, formando parte de una orga-
nización determinada o bien de for-
ma separada, es decir, creado espe-
cialmente para la realización de una
tarea concreta, son los elementos di-
ferenciadores de los diversos tipos
existentes. Sin embargo, hay que des-
tacar que, independientemente de la
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competencia ejercida o de la estruc-
tura ideada, siempre se garantiza la
presencia de todas las instancias in-
teresadas en la dirección y control de
estos órganos-entes, aunque con fór-
mulas muy diversas.

La reforma constitucional de 1967-
1968 introdujo nuevos métodos de ac-
tuación de los poderes estatales, fun-
damentalmente en la planificación
conjunta. La planificación aparece así
como el instrumento más adecuado
para la coordinación de diferentes
instancias, como la forma de actua-
ción que permite la integración de
las actuaciones de diferentes niveles
de gobierno. El mecanismo articula-
do garantiza el equilibrio entre la
unidad y la pluralidad al prever la
elaboración de un plan-marco por par-
te de órganos mixtos, de acuerdo con
las directrices establecidas en la ley
federal que determina la necesidad
de planificación conjunta. Un plan
que no podrá agotar nunca la fun-
ción planificadora y, por ello, deja en
manos de los Lander la elaboración
de los proyectos de detalle, función
garantizada por la reserva a los Lan-
der del derecho a oponerse a la in-
clusión de programas en el plan-
marco cuando se deban realizar en
su territorio. Esta fórmula, introdu-
cida con carácter obligatorio en unos
casos u optativo en otros, recae en
unos sectores en que la interrelación
competencial dificultaba la acción pú-
blica, si ésta se realizaba de forma
separada. Junto a las tareas comu-
nes, la revisión de la LF introdujo
también mecanismos que permiten la
coordinación de las políticas presu-
puestarias y la formulación de una
política económica unitaria. Dichas
técnicas son analizadas conjuntamen-
te con los mecanismos de coopera-
ción financiera que están expresamen-
te delimitados en la LF, aunque el
Tribunal Constitucional Federal ha
tenido que precisar, en el caso de las
subvenciones, que el Bund no dispo-
ne de facultades de dirección u orien-

tación y se tiene que limitar a faci-
litar los fondos de acuerdo con cri-
terios objetivos preestablecidos.

La publicación de esta obra ha sido
un acierto al facilitar un conocimien-
to clarificador de la experiencia ale-
mana. El carácter sistemático y la
precisión conceptual con que se ma-
nejan las diferentes categorías expli-
cativas del federalismo son de gran
utilidad para los estudios centrados
en el modelo organizativo diseñado
por la Constitución de 1978, y que,
pese a los pocos años de rodaje, plan-
tea ya problemas de características
semejantes a los de los demás países
dotados de sistemas compuestos de
poder estatal. La tensión, habitual
por otra parte, entre unidad y plura-
lidad ha de confluir en un abanico
de técnicas que faciliten el equilibrio
entre la necesidad de tratamiento
uniforme, de actuación conjunta, y
la garantía de la pluralidad, de eje-
cución diferenciadora. El respeto, por
tanto, a las competencias de las par-
tes, netamente definidas, aparece co-
mo un elemento necesario para la
producción de relaciones cooperativas
reales, es decir, fundamentadas en la
libre voluntad de las partes y en la
consideración igualitaria de éstas.
Sólo así la cooperación despliega sus
efectos en el sentido de permitir re-
sultados unitarios, sin necesidad de
disminuir los poderes de las instan-
cias autónomas mediante la sustrac-
ción de competencias, sino que éstos
se obtienen a través de su implica-
ción en mecanismos de decisión úni-
cos.

Elisenda MALARET

BAÑO LEÓN, José María: Las Comuni-
dades Autónomas en la Comunidad
Europea, Ed. IVAP, Generalitat Va-
lenciana, Valencia, 1987.

A la complejidad que, respecto del
sistema de distribución territorial del
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poder, deriva del confuso Título VIII
de la Constitución, sobre la posición
jurídica de las Comunidades Autó-
nomas, se une el impacto de la adhe-
sión española a la Comunidad Eu-
ropea. Obvio es afirmar que la con-
moción que sufre nuestro Derecho
como consecuencia del Ordenamien-
to comunitario se ha producido cuan-
do las claves del reparto competen-
cial del poder en España estaban aún
muy recientemente afianzadas por los
aplicadores del Derecho y por los pro-
pios legisladores.

En este contexto se hace preciso
aplicar, en nuestro Derecho, un am-
plio elenco de técnicas y principios
de organización que permitan mante-
ner el justo equilibrio entre el Esta-
do y las Comunidades Autónomas en
la distribución de competencias, cues-
tión especialmente compleja en nues-
tro sistema, ya que es necesario, de
un solo golpe, recorrer el camino que
otros Estados miembros, de estruc-
tura federal o descentralizada, han
apurado en más de treinta años.

La importancia del asunto no es,
sin duda, baladí ni para el Estado
español, en su más amplia acepción,
ni para las Comunidades Autónomas
y Estado ni, en fin, para los ciuda-
danos.

El profesor BAÑO LEÓN se introdu-
ce en esta complicada materia con
una soltura digna de ser resaltada,
valiéndose —para llegar a proponer
soluciones claras y rigurosas— de su
abultado conocimiento del Derecho
alemán; bebe, igualmente, de las me-
jores fuentes doctrinales nacionales,
y, en fin, maneja refinadamente los
argumentos y los resortes del Dere-
cho Constitucional y del Derecho In-
ternacional Público, avalados por la
doctrina jurisprudencial (comunita-
ria, comparada y nacional). Con todo
ello ha conseguido una clara exposi-
ción de la materia objeto de investi-
gación, y unas conclusiones rotundas.

Parte el autor de señalar —con la
mejor doctrina— que el fenómeno de

la adhesión a la Comunidad Europea
no permite, en la economía de la
Constitución, el efecto de la recen-
tralización interna del poder en el
Estado. Es claro que al Derecho Co-
munitario «le es indiferente la estruc-
tura territorial del Estado miembro»,
pero también lo es que, desde la pers-
pectiva constitucional, «se trata de
que la participación no altere sustan-
cialmente los principios sobre los que
descansa la Constitución».

Sobre estos postulados, el doctor
BAÑO sistematiza su estudio en cua-
tro grandes bloques: la participación
de las Comunidades Autónomas en
los órganos comunitarios; la partici-
pación indirecta de las Comunidades
Autónomas en las decisiones comu-
nitarias; las Comunidades Autónomas
en la aplicación del Derecho Comu-
nitario, y el cumplimiento del Dere-
cho Comunitario por la Comunidad
Autónoma.

Los dos primeros enunciados se en-
marcan en lo que el profesor MUÑOZ
MACHADO (cfr. El Estado, el Derecho
Interno y la Comunidad Europea, Cí-
vitas, Madrid, 1986, págs. 55 y ss.) ha
denominado la «participación ascen-
dente», esto es, la de las Comunida-
des Autónomas en la formación del
Derecho Comunitario.

Comienza el autor señalando la rea-
lidad consistente en la imposibilidad
de predicar la participación directa
de las Comunidades Autónomas en las
decisiones de la Comunidad, para, se-
guidamente, manejando la experien-
cia comparada en lo que a la parti-
cipación de los Estados miembros en
forma federal se refiere, señalar có-
mo es posible la participación indi-
recta, por medio de dos figuras con-
cretas: 1.*) la existencia de una ofici-
na privada de las Comunidades Au-
tónomas en la Comunidad, con la cual
aquéllas desplieguen una actividad
puramente informativa, y 2.') los con-
tactos y visitas mantenidos por los
representantes de las Comunidades
Autónomas con la Comisión, cuya im-

433



BIBLIOGRAFÍA

portancia el autor pone de manifies-
to, y de cuyo análisis debe destacarse
la afirmación de la existencia de una
competencia autonómica en materia
de relaciones exteriores, justificada
en la técnica de las competencias im-
plícitas.

Afirmada la posibilidad autonómica
de relacionarse con los órganos co-
munitarios, el profesor BAÑO LEÓN
nos introduce en el sugestivo análi-
sis de la participación indirecta en
la toma de decisiones comunitarias,
extremo éste que inicialmente había
sido «olvidado» por la doctrina, como
puso de manifiesto el profesor MU-
ÑOZ MACHADO. El autor, utilizando
con fluidez el sistema de fuentes pro-
pio de las Comunidades Autónomas,
señala cómo en la mayoría de los Es-
tatutos de Autonomía se recoge úni-
camente el derecho a la información
de las Comunidades Autónomas res-
pecto a la actividad desplegada por
el Estado (lo que el autor denomina
«colaboración autonómica pasiva»).
La simple información se revela co-
mo una técnica insuficiente para sal-
vaguardar el ámbito competencial
propio de los diferentes poderes au-
tonómicos, y, por ello, el doctor BAÑO
sostiene con acierto, una solución que
transforma el contenido jurídico de
una competencia autonómica exclusi-
va «en un derecho a participar en la
formación de las posiciones guberna-
mentales que van a sostenerse ante
los órganos comunitarios», apelando
así a una colaboración más estrecha,
y de alcance más amplio, entre el Es-
tado y las Comunidades Autónomas
en la adopción de las posiciones que
se defenderán con una sola voz ante
los órganos comunitarios. No es su-
ficiente la colaboración pasiva, sino
que es necesaria la colaboración au-
tonómica activa, en cuya virtud se
permite a las Comunidades Autóno-
mas influir en las decisiones estata-
les relacionadas con la Comunidad
Europea, en palabras del autor. Como
soporte de su afirmación trae a co-

lación el ejemplo alemán, que tan
bien conoce, con lo cual procede a
dibujar limpiamente las posibilidades
y perspectivas de colaboración auto-
nómica en el Ordenamiento español,
que, como indica el profesor BAÑO,
deben institucionalizarse, a cuyo efec-
to analiza la forma que debe adoptar
(convenio o acuerdo) y señala su con-
tenido: información, participación,
vinculación preponderante del Estado
al punto de vista autonómico, organi-
zación y procedimiento, sugiriendo,
finalmente, que con ocasión del con-
venio podrían delimitarse las compe-
tencias Estado/Comunidades Autóno-
mas respecto a la aplicación del De-
recho Comunitario; esta última es
una idea acertada, a mi modo de
ver, si se refiere a una clarificación
en la determinación competencial, pe-
ro que excede del marco constitucio-
nal si operase, en efecto, una redis-
tribución de competencias por cauces
ajenos a los previstos en la Constitu-
ción y en los Estatutos. Lo que sí po-
dría ser objeto de convenio seria la
determinación de «los términos en
que las Comunidades Autónomas pue-
den relacionarse con los órganos co-
munitarios, ordenando de modo es-
tricto los contactos por propia ini-
ciativa y abriendo la posibilidad de
que el Estado haga posible su parti-
cipación en Comités deliberantes y
en la fase de elaboración de decisio-
nes», en palabras del profesor MUÑOZ
MACHADO.

Con ello resulta un importante y
necesario contenido del convenio a
celebrar entre el Estado y las Comu-
nidades Autónomas, a cuyo tenor se
institucionalicen sus relaciones de co-
laboración de forma permanente y
estable. No basta, pues, con el esta-
blecimiento de una colaboración pasi-
va y, por ello, el profesor BAÑO cri-
tica, certeramente, el poco conocido
proyecto de convenio a celebrar en-
tre el Gobierno y las Comunidades
Autónomas, de 1985, que no prosperó
finalmente.
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La última parte del volumen que
comento está dedicada a analizar la
«participación descendente» de las
Comunidades Autónomas, esto es, la
aplicación y el cumplimiento del De-
recho Comunitario por aquéllas.

El punto central en esta materia
ha de ser, como el autor pone de ma-
nifiesto, que las competencias de eje-
cución del Derecho Comunitario de-
ben ser atribuidas a aquel ente pú-
blico (Estado o Comunidad Autóno-
ma) que disponga de la competencia
material en el orden interno, por im-
perio —según el esquema del autor—
tanto del principio de autonomía ins-
titucional como por la técnica de las
competencias implícitas. En cualquier
caso es evidente que la adhesión a
la Comunidad Europea no puede su-
poner, en el orden interno, una vuel-
ta a la centralización del poder. En
este sentido, el profesor BAÑO (como
en su día hizo el profesor MUÑOZ
MACHADO) critica acertadamente los
títulos que pudieran justificar una
competencia estatal general para la
ejecución, y que no son otros sino
la interpretación del artículo 93 de
la Constitución y la competencia es-
tatal sobre las relaciones internacio-
nales.

Así pues, las Comunidades Autó-
nomas pueden participar en la eje-
cución, tanto normativa como mera-
mente administrativa, del Derecho
Comunitario.

Por lo que se refiere a la ejecución
normativa, deben destacarse tres as-
pectos del análisis del profesor BAÑO:

1. La afirmación de que no es pre-
ciso ni conveniente interponer una
norma estatal entre la directiva y la
ejecución autonómica.

2. La conveniencia de derogar for-
malmente o declarar la abrogación
de las normas autonómicas contra-
rias a las comunitarias.

3. El problema de determinar si
la directiva comunitaria satisface o
no la competencia estatal sobre las

bases. El profesor BAÑO señala, en
este sentido, que «parece, pues, inelu-
dible aceptar la conclusión de que es
posible que alguna norma comunita-
ria pueda ser desarrollada en dos es-
calones, por el Estado y las Comuni-
dades Autónomas», indicando la difi-
cultad que tal técnica incorpora res-
pecto a la delimitación de los ámbi-
tos de competencia respectiva. No es
fácil, sin duda, resolver este asunto,
en el que no caben soluciones unívo-
cas, habida cuenta de la heterogenei-
dad de la realidad. Pero, en cualquier
caso, se puede aventurar: 1.°) que «en
todos los casos en que las disposicio-
nes de una directiva aparezcan, des-
de el punto de vista de su contenido,
como incondicionales y suficiente-
mente precisas» (Sentencias Ratti, de
5 de abril de 1979, y Úrsula Becker,
de 19 de enero de 1982), aquellas nor-
mas satisfarán la hipotética compe-
tencia estatal sobre la determinación
de las bases; 2.°) que, en cualquier ca-
so, las Comunidades Autónomas po-
drán deducir de la Directiva lo bási-
co, desarrollando —si esta función se
cuenta entre sus competencias— la
Directiva per saltum, habida cuenta
del concepto material que de lo bási-
co defiende el Tribunal Constitucio-
nal, y 3.°) que en aquellos supuestos
en que las Directivas contienen una
regulación detallada de la materia,
como es frecuente, tal vez la clave
para determinar la instancia nacio-
nal competente ha de buscarse en la
función de ejecución o aplicación ad-
ministrativa, pues en estos casos no
queda —en buena técnica— desarro-
llo posible, más que lo que a la «tras-
posición» de la Directiva al Derecho
Interno se refiere. En esta materia,
la Comunidad Europea «es reticente,
cuando no prohibe expresamente que
el contenido de las normas comuni-
tarias se incorpore a otras internas,
a fin de evitar que pueda confundir-
se la naturaleza comunitaria de las
normas», en palabras del profesor
MUÑOZ MACHADO.
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Lo que resalta el autor con clari-
dad es la obligación de las Comuni-
dades Autónomas de ejecutar el De-
recho Comunitario, señalando acerta-
damente que a aquéllas se les debe
reconocer —como al Estado— buena
fe en la ejecución, y que, en caso de
un hipotético incumplimiento, es pre-
ciso comprobar su existencia (a cuyo
efecto analiza los procedimientos an-
te la Comisión y el Tribunal de Jus-
ticia); analiza la insuficiencia de las
posibilidades de intervención estatal
(tanto las de carácter coactivo como
preventivo) y, en fin, apela a la ur-
gencia y necesidad de arbitrar una
cooperación estable del Estado y las
Comunidades Autónomas en la eje-
cución del Derecho Comunitario, co-
mo único cauce adecuado para un
recto cumplimiento del mismo y el
mantenimiento del equilibrio entre
los respectivos ámbitos competen-
ciales.

No cabe duda de que estamos en
presencia de una obra robusta, bien
construida y claramente sistematiza-
da y expuesta.

Juan F. MESTRE DELGADO

BOCANEGRA SIERRA, Raúl: Los montes
vecinales en mano común. Natura-
leza y régimen jurídico, Ed. Insti-
tuto de Estudios de Administración
Local, Madrid, 1986, 284 págs.

I. El estudio del tema de los mon-
tes vecinales en mano común, montes
tan denostados por unos y ensalza-
dos por otros, encuentra un equilibrio
justo en el libro del profesor Raúl
BOCANEGRA SIERRA, libro que en ade-
lante será lectura obligada de todo
aquel que quiere adentrarse en el co-
nocimiento del laberinto de los apro-
vechamientos comunales. En él, el
autor, catedrático de Derecho admi-
nistrativo de la Universidad de Ovie-

do, expone claramente la naturaleza
y régimen jurídico de los montes ve-
cinales e incluye una copiosa y útil
selección de jurisprudencia y biblio-
grafía.

Sin embargo, esta obra también es
interesante por su sugerente conteni-
do, por la invitación a la reflexión
que en cada momento propone el au-
tor; reflexiones que no se circunscri-
ben, como podría deducirse del título
de la obra, al tema de los montes ve-
cinales en mano común, sino que se
refieren a otros tan diferentes como
el reconocimiento y amplitud de los
aprovechamientos corrunales, o la
existencia de la comunidad germáni-
ca en nuestro Derecho, o el significa-
do de la personalidad jurídica, por
ejemplo. Con ello no quiere decirse
que el autor realice un análisis so-
mero del régimen jurídico de este
tipo de montes, puesto que su expo-
sición e& difícilmente superable, sino
que sobrepasa con creces los límites
impuestos por el tema escogido; li-
mitaciones, por otra parte, que en
Derecho no tienen sentido porque no
existen compartimentos estancos que
puedan estudiarse separadamente al
relacionarse todas las ramas del De-
recho, formando una unidad, e inclu-
so se puede afirmar que el Derecho
sólo es la forma que cobija una rea-
lidad, que no se puede desconocer si
no se quiere, cual matemático que
construye su sistema, crear una regu-
lación totalmente inoperante en la
práctica —todos tenemos presentes
ejemplos de leyes, tan perfectas co-
mo inútiles, en nuestro Derecho—.
Por eso es grato comprobar el prag-
matismo con que el autor desarrolla
su estudio, quizás teniendo en cuenta
los imperativos externos, nunca tan
presentes como en este supuesto, en
el que la realidad se ha impuesto rei-
teradamente frente a las sucesivas
leyes.

Consciente de la fascinación produ-
cida por el libro y con la decidida
intención de provocar en el lector el
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mismo interés, me propongo exponer
algunas de las reflexiones sugeridas
por esta obra. Debe advertirse, antes
de continuar, que las afirmaciones
que se realizan sólo es posible enten-
derlas en estos términos, es decir, co-
mo meras hipótesis abiertas en cual-
quier momento a su modificación.
Para facilitar al lector de esta reseña
su seguimiento transcribo dos párra-
fos de la Introducción de este libro,
que tal vez sean excesivamente exten-
sos, pero que considero necesarios pa-
ra su mejor comprensión:

«Este concepto legal de lo que
por montes vecinales en mano co-
mún debe entenderse, nos sitúa
ante un tipo de institución com-
pletamente ajeno, desde luego, a
lo que es habitual encontrar en el
repertorio de las instituciones pú-
blicas, incluso en los sectores jurí-
dicos que le podrían ser más cer-
canos. En la medida en que, efec-
tivamente, no nos encontramos
exactamente ante montes (...), ni
tampoco ante terrenos públicos
(...) sólo lateralmente es posible
conectar la figura con el Derecho
local o con el forestal, aun cuando
la propia denominación de mon-
tes y la referencia a los aprovecha-
mientos colectivos consuetudina-
rios que se contiene en el concep-
to legal, nos pone en la pista de
una indudable conexión histórica
con ambos sectores normativos,
especialmente con la figura de los
bienes comunales, de los que cier-
tamente durante mucho tiempo
han sido considerados como una
variedad, pero con los que en la
actualidad apenas únicamente esa
conexión tiene en común.

Pero, por otro lado, tampoco se
trata de una institución fácilmen-
te reconocible desde el punto de
vista del Derecho privado, porque
la clase de condominio que descri-
be lo es sin asignación de cuotas
a sus titulares y con un aprove-
chamiento que se realiza conjun-

tamente, lo que sin duda pugna
con las reglas generales del domi-
nio establecidas en nuestro Dere-
cho civil, en donde configuraciones
semejantes sólo es posible encon-
trarlas en discutidas instituciones
del Derecho de familia, como la
comunidad hereditaria o la llama-
da sociedad de gananciales, entre
otros ejemplos todavía más mar-
ginales. Fuera de esto, exclusiva-
mente la referencia a los aprove-
chamientos conjuntos con arreglo
a costumbres parece remitir a al-
guna modalidad de comunidad o
servidumbre de pastos, escondida
en las páginas de los Tratados y
Manuales de Derecho civil y ex-
puestas habitualmente como rare-
zas localistas sobrevivientes a la
uniformización del régimen de la
propiedad operada por el Código
civil.»

Según lo dicho en los dos párrafos
anteriores, los montes vecinales en
mano común constituyen una figura
verdaderamente atípica, casi residual,
en nuestro Derecho. Pese a esa afir-
mación, todavía permanece Ja duda
de si no será posible que formen
parte de una realidad con unas ca-
racterísticas bien definidas. Este in-
terrogante tal vez sea consecuencia
de esa mentalidad clasificadora que
quiere evitar todo vacío en el siste-
ma, y que no es criticable, en prin-
cipio, si con ello se pretende obtener
consecuencias prácticas de indudable
alcance.

No obstante, antes de intentar ha-
llar la respuesta conveniente, siendo
congruente con lo dicho anteriormen-
te, es necesario comprobar la impor-
tancia en la práctica de este tipo de
bienes; de esta forma, estas reflexio-
nes no serán un canto a las excelen-
cias del pasado, sino el estudio de
una realidad existente necesitada de
un cauce jurídico. Además, esta ave-
riguación no será difícil teniendo en
cuenta las estadísticas realizadas has-
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ta ahora, referidas únicamente a Ga-
licia. Quizás la más detallada de to-
das ellas sea la realizada por la ya
extinta Subcomisión 5.1 Comisión 2.'
del Consejo Económico Sindical del
Noroeste (1): Los montes vecinales en
mano común de Galicia ocupan una
extensión de 600.300 Ha., que repre-
sentan el 35,5 por 100 de los montes
de la Comunidad, y de su total su-
perficie sólo se encuentran arboladas
63.928 Ha., que suponen el 9,5 por 100
del total del arbolado regional, frente
a las 536.372 Ha. de raso que hay en
ellas, que equivalen al 52,7 por 100 del
total del raso de la Comunidad. Más
importante considera este patrimonio
la Exposición de Motivos del Proyec-
to de Ley de la Junta de Galicia so-
bre los Montes Vecinales en Mano
Común, al estimar su extensión en
800.000 Ha. En cualquier caso, supo-
ne una superficie lo suficientemente
considerable como para dedicarle un
estudio pormenorizado.

Esta gran incidencia en la práctica
no puede, bien sea desde la posición
de quien desea una simplicidad en su
análisis o bien desde el desconoci-
miento de otro tipo de bienes, jus-
tificar su estudio aislado, sino que
deben buscarse instituciones semejan-
tes que ayuden a describir un fenó-
meno más amplio; realidad que, una
vez identificada, debe intentarse sis-
tematizar, y ello por una razón de
un indudable alcance: son institucio-
nes con características similares y el
régimen jurídico aplicable en un ca-
so puede adaptarse, con las debidas
precauciones, a otros supuestos, con-
siguiendo una uniformidad de crite-
rios al regular todos estos tipos de
bienes, que en la actualidad no se ha

(1) Estadística incluida en el artículo
de José Antonio GARCÍA CARIDAD titulado
Notas críticas al Proyecto de Ley regu-
ladora de los montes pertenecientes en
mano común a ¡os núcleos vecinales de
Galicia, y publicado por la Revista «Foro
Gallego», núms. 135-136, 3.° y 4." trimes-
tres 1967.

conseguido. De esta forma, indirec-
tamente, el contenido de. este libro,
dedicado al análisis de una parte in-
tegrante de esa categoría más amplia,
adquiere un interés mayor porque el
estudio del régimen jurídico realiza-
do es aplicable a aquellas figuras que
reúnan las mismas o parecidas carac-
terísticas, siempre, por supuesto, con
la prudencia debida. No obstante, pa-
ra llegar a esta conclusión se necesi-
ta descubrir esta realidad subyacen-
te, partiendo, si se quiere, de las no-
tas que distinguen los montes veci-
nales en mano común y que, a su
vez, lo serán de esa categoría más
amplia de la que forman parte.

Por esta razón debemos preguntar-
nos qué son los montes vecinales en
mano común. El mismo autor con-
testa a ello en un artículo publicado
con anterioridad a la aparición de es-
ta obra (2): «La referencia a los co-
munales típicos es inexcusable, y de
los atípicos conviene aludir solamen-
te a los vecinales en mano común,
por la singularidad de su régimen ju-
rídico.» En definitiva, los califica co-
mo bienes comunales. Más adelante
considera que «la figura de los bie-
nes comunales (...) es una figura plu-
ral, que arropa bajo su manto una
amplia gama de bienes —o de mon-
tes— de muy diversa terminología y
regulación jurídica con una especial
componente consuetudinaria, pero
que tal vez sea susceptible de una
caracterización común, a través de
las siguientes notas: En primer tér-
mino, y de forma decisiva, lo que
siempre y necesariamente hay en los
comunales es la comunidad del apro-
vechamiento y disfrute, con indepen-

(2) Raúl BOCANEGRA SIERRA, Sobre al-
gunos aspectos de- la desafectación de
los comunales, núms. 100-102, vol. III, de
esta REVISTA, págs. 2259 y ss. En el mis-
mo sentido, Alejandro NIETO, Bienes co-
munales, Ed. Revista de Derecho Priva-
do, Madrid, 1964, págs. 301, 303 y 307, y
Aurelio GUAITA, Derecho Administrativo.
Aguas, Montes, Minas (2.a ed.), Ed. Cívi-
tas, Madrid, 1982, págs. 282 y 283.

438



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

dencia de que la propiedad de la co-
sa sea o no también común. Ello no
quiere decir, desde luego, que los pro-
blemas de titularidad de los comu-
nales no tengan importancia —antes
bien, son un problema crucial, como
veremos—, sino que el dato estricto
de quién o quiénes sean titulares tie-
ne una escasa virtualidad definitoria
de qué es lo que sean los bienes co-
munales». Posteriormente menciona
las notas restantes: el título de co-
munero deriva de la condición de ve-
cino de algún lugar, los bienes comu-
nales se configuran como una comu-
nidad germánica o en mano común
y existe una fortísima penetración del
Derecho administrativo. En definiti-
va, ésta es la realidad subyacente que
podemos denominar aprovechamien-
to comunal o bien comunal.

Este concepto de bien comunal o
aprovechamiento comunal contrasta
con la definición tradicional recogida
por la legislación de régimen local,
según la cual son bienes comunales
aquellos cuyo aprovechamiento y dis-
frute pertenece exclusivamente al co-
mún de vecinos y la nuda propiedad
al Municipio. Es una noción de bien
comunal restringida comparada con
la anterior; por eso la doctrina alude
a los conceptos de bien comunal tí-
pico, para referirse al bien previsto
en la legislación de régimen local, y
atípico, para aludir a los aprovecha-
mientos comunales restantes, impli-
quen o no la titularidad municipal de
la nuda propiedad. Esta distinción
supone un intento de sistematización;
no obstante, es necesario completarla,
puesto que el contenido del concepto
de bien comunal atípico incluye rea-
lidades tan distintas como una ser-
vidumbre personal a favor de una
comunidad vecinal sobre bienes de
propiedad privada o pública o los
montes vecinales en mano común.
Para intentar sistematizar este con-
cepto de bien comunal considero que
tal vez sea suficiente desarrollar las
notas que caracterizan a este tipo de

aprovechamientos, estudiando prime-
ro el concepto de comunidad y sus
consecuencias y sólo después el pro-
blema de las titularidades.

1) Este tipo de aprovechamientos
se distingue por el ejercicio simultá-
neo de un derecho por varios titula-
res, es decir, la existencia de una co-
munidad de titulares de un derecho;
esta comunidad, además, se caracte-
riza porque su objeto es indivisible,
jurídica o físicamente, porque el con-
tenido de las titularidades es cuali-
tativamente idéntico, aunque no cuan-
titativamente, y por existir una sola
relación jurídica.

Este concepto de comunidad resul-
ta demasiado amplio para delimitar
las características de los aprovecha-
mientos comunales, puesto que com-
prende formas tan distintas de orga-
nizar las relaciones de los titulares
entre sí y en relación con el objeto
como la comunidad romana o la co-
munidad germánica. La comunidad
romana se caracteriza porque cada
comunero tiene la propiedad plena de
su parte, pudiendo enajenarla y gra-
varla, en terminología del Código ci-
vil, y porque cada miembro de la
comunidad tiene acción para pedir
en cualquier momento la división. Sin
embargo, en la comunidad germana
o en mano común (3) no existen cuo-

(3) Existe una discusión sobre la per-
tinencia de la admisión de esta clase de
comunidad en nuestro Derecho; no obs-
tante, como dice GARCÍA GRANERO en su
obra La comunidad en mano común y
sus manifestaciones en el Derecho espa-
ñol, «las exigencias de la técnica y las
necesidades de una adecuada sistemati-
zación jurídica obligan a acudir a la ge-
sammte Hand para explicar ciertas es-
peciales relaciones o situaciones en que
una cosa, y más generalmente un patri-
monio, pertenece conjuntamente a va-
rios sujetos, de tal modo que no pueden
ser encuadradas en el concepto del con-
dominio romano o por cuotas»; párrafo
recogido por el profesor José CASTÁN TO-
BEÑAS en la pág. 419 de su libro Derecho
Civil Español, Común y Foral, tomo II,
vol. I, Ed. REUS, S. A., Madrid, 1982.
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tas, distribuyéndose los beneficios
conforme a otros criterios, y la con-
dición de comunero se determina de
forma distinta a la prevista en la
comunidad romana; además, dado
que lo importante en esta comunidad
son los intereses de la colectividad,
no está permitido el ejercicio de una
acción semejante a la regulada en el
artículo 400 del Código civil, destina-
da a facilitar la división de la comu-
nidad por cuotas. A esta última clase
pertenece la comunidad titular de los
aprovechamientos comunales.

Debe advertirse, antes de continuar,
que la comunidad implica únicamen-
te la existencia de varios titulares si-
multáneos de un derecho, sin deter-
minar si es un derecho real absolu-
to, la propiedad, o un derecho real
limitado. Por tanto, es posible que
exista una comunidad germana de de-
rechos reales limitados (v. gr., una
servidumbre personal a favor de una
comunidad) o de derechos reales ab-
solutos (v. gr., un monte vecinal en
mano común).

Si, teóricamente, es fácil admitir
la existencia de comunidades germá-
nicas y romanas o de derechos reales
absolutos y limitados, esta distinción
necesita reconocimiento legislativo,
puesto que todo intento de construc-
ción dogmática sin apoyo legal o ju-
risprudencial carece de relevancia
práctica. Por eso debe comprobarse
su admisión tanto en el Código civil
como en otras disposiciones.

El Código civil regula la comunidad
en el Título III del Libro II. Es una
comunidad de tipo romano, como lo
demuestra la admisión de cuotas o
la posibilidad de pedir su división,
pero no es la única prevista si se
analiza el primero de los artículos del
Título III. El artículo 392, en concre-
to, dice:

«Hay comunidad cuando la pro-
piedad de una cosa o de un dere-
cho pertenece pro indiviso a va-
rias personas.

A falta de contratos, o de dis-
posiciones especiales, se regirá la
comunidad por las prescripciones
de este Título.»

Del tenor literal de este artículo
se deduce claramente la existencia
tanto de comunidades de derechos
reales absolutos («propiedad de una
cosa») como limitados («propiedad
[...] de un derecho»).

En segundo lugar, el artículo 392
no prohibe la existencia de una co-
munidad distinta a la comunidad ro-
mana, regulada en los artículos 393
y ss., porque el artículo 392.1 exige,
como requisito único, la pertenencia
pro indiviso a varias personas, y el
párrafo segundo permite configurar
la comunidad con gran libertad al
prever que se rija por los contratos
que la creen o por disposiciones es-
peciales y, en caso de inexistencia
únicamente, por las prescripciones de
los artículos 393 y ss.; por tanto, en
un contrato (4) o en una ley especial
se podría configurar una comunidad
en mano común y ello no violaría
los preceptos del Código civil. No obs-
tante, el artículo 1255 del Código civil
prohibe que se establezcan pactos,
cláusulas o condiciones contrarias a
las leyes, y no se debe olvidar, en este
sentido, que los artículos 600 y ss. del
Código no permiten la constitución
de nuevas comunidades de pastos sin
la determinación de los sujetos o bie-
nes afectados y que estos preceptos
posibilitan la separación de los co-
muneros. Quizás ésa fuese la inten-
ción del legislador, pero el tenor li-
teral es limitado, puesto que estos

(4) En un contrato puede crearse una
comunidad germana por tiempo deter-
minado y esta comunidad es indivisible
en este plazo, porque la comunidad en
mano común sólo implica indivisibilidad
durante el tiempo fijado, no duración
Indefinida. Por tanto, pueden constituir-
se comunidades de derechos reales limi-
tados de pastos durante diez años y, si
es beneficiosa para los comuneros, re-
novarse pasados esos diez años.
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artículos sólo están referidos a las
servidumbres personales voluntarias
de pastos sobre propiedad particular
y de ninguna forma impiden la crea-
ción de comunidades en mano común
formadas por personas ciertas; por
otra parte, la redención regulada en
estos preceptos no implica la extin-
ción de la comunidad, sino la sepa-
ración del comunero.

La previsión del artículo 392.2 está
relacionada con otros artículos del
propio Código. De esta forma, el ar-
tículo 531 permite constituir servi-
dumbres a favor de una comunidad;
el artículo 550, servidumbres legales
para utilidad comunal; el artícu-
lo 469, usufructos a favor de varias
personas simultáneamente, o el ar-
tículo 515, usufructos a favor de un
pueblo por tiempo no superior a
treinta años.

No solamente el Código admite las
comunidades germánicas, sino tam-
bién una serie de leyes de contenido
diverso:

— El artículo 18.2 de la Ley de
Montes de 8 de junio de 1957 parte
de la existencia de servidumbres a
favor de una comunidad vecinal.

— La propia Ley de Montes Veci-
nales en Mano Común, tanto la de-
rogada de 27 de julio de 1968 como
la vigente de 11 de noviembre de
1980, presupone la admisión de este
tipo de comunidades en nuestro De-
recho para aplicar las previsiones
contenidas en ella.

— El artículo 7 de la Ley asturia-
na de 20 de noviembre de 1986, por
la que se reconoce la personalidad
jurídica de la parroquia rural, tam-
bién la acepta. En concreto, el artícu-
lo 7.1 prevé, como fundamento de la
petición de reconocimiento, «la exis-
tencia de bienes privativos aprove-
chados en común», y el artículo 7.2,
desarrollando la declaración anterior,
afirma que «por lo que respecta a
los bienes comunes, se justificará su
titularidad, especificándose el régi-

men para su aprovechamiento», aña-
diendo a continuación que «si éste
fuera el de los "montes vecinales en
mano común" según su legislación es-
pecífica, se acompañarán, en su ca-
so, las ordenanzas reguladoras del
aprovechamiento reglamentariamente
aprobadas».

También es posible encontrar otras
disposiciones que prevén supuestos
especiales que pueden calificarse co-
mo comunales: algunos aprovecha-
mientos de pastos (v. gr., las dulas)
regulados por el Reglamento de Pas-
tos y Rastrojeras de 6 de junio de
1969; ciertos aprovechamientos de
pastos regulados por la legislación
de montes; modalidades de aprove-
chamientos cinegéticos comunitarios
regulados por la Ley de Caza de 4 de
abril de 1970; los montes vecinales
en mano común regulados por la Ley
de 11 de noviembre de 1980, o diver-
sas instituciones reguladas en las
Compilaciones, como la alera foral
en Aragón.

Por otra parte, la Ley navarra de
28 de mayo de 1986 sobre Bienes Co-
munales también utiliza el concepto
amplio de bien comunal al definirlos,
en el artículo 2 como aquellos cuyo
aprovechamiento y disfrute corres-
ponde al común de vecinos. Conscien-
te de su alcance, los artículos 35 y ss.
regulan tanto los aprovechamientos
de pastos comunales como las unio-
nes de fincas particulares que, por
costumbre tradicional, ley o conve-
nio, constituyan una unidad de ex-
plotación conjunta.

En resumen, puede admitirse en
nuestra legislación la existencia de
los aprovechamientos comunales con-
figurados como comunidades germá-
nicas y considerar el artículo 392 del
Código civil como marco que englo-
be todas las clases de comunidades
en mano común.

Este análisis no estaría completo
sin la mención de la correspondiente
interpretación jurisprudencial, juris-
prudencia que no se caracteriza por
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su uniformidad y claridad. A conti-
nuación expongo una selección de
Sentencias, con la seguridad de que
es posible hallar otras declaraciones
jurisprudenciales contrarias, pero con
el único fin de intentar sistematizar
el contenido del concepto de bien co-
munal atípico.

En primer lugar, la jurisprudencia,
tanto civil como contenciosa, admite
reiteradamente la existencia de mon-
tes pertenecientes a comunidades ve-
cinales germánicas, es decir, comuni-
dades titulares de derechos reales ab-
solutos en mano común.

En otro sentido, cierta jurispru-
dencia civil, como la Sentencia del
Tribunal Supremo de 5 de junio de
1918 (5), sobresale por la interpreta-
ción del artículo 392 del Código civil.
En la Sentencia citada se discute la
pertenencia de un determinado mon-
te a la comunidad germánica forma-
da por los vecinos, y en los conside-
randos no se tiene ningún reparo en
afirmar que este tipo de condominio
no vulnera el artículo 392. En con-
creto, la Sentencia dice: «Conside-
rando que de lo antes expuesto se
deriva como inconcusa la manifiesta
improcedencia de los dos motivos del
recurso; el primero porque no ha li-
tigado aquí ningún Ayuntamiento, ni
se trata de bienes comunales sino de
propiedad privada, y no son aplica-
bles a este caso el artículo 1 de la
Ley Municipal, ni los artículos 344
y 37 del Código civil, y el segundo,
porque lejos de vulnerarse el artícu-
lo 392 del propio Cuerpo legal, sus
preceptos, en relación con el artícu-
lo 345 y con la jurisprudencia esta-

(5) Todavía es más interesante el su-
puesto de hecho que la Sentencia descri-
be: el origen del monte vecinal era un
foro en favor de los vecinos que fue
redimido posteriormente. Este mismo su-
puesto de hecho es el nacimiento de una
parte importante de los montes vecina-
les, lo que supone admitir la existencia
de una comunidad en mano común de
un derecho real limitado.

blecida, han sido acertadamente guar-
dados al declarar que los demandan-
tes, en su concepto de condueños,
han podido deducir la acción reivin-
dicatoría en beneficio de todos los
condóminos.» Por tanto, el artícu-
lo 392 comprende los supuestos de
comunidad romana y germana.

Más importante es la Sentencia de
la Sala 4.a del Tribunal Supremo de
28 de octubre de 1975 (Ar. 4186) (6)
por la declaración sobre la amplitud
del concepto de bien comunal y el in-
tento de sistematización de su conte-
nido. La Sentencia afirma en uno de
sus considerandos que «resulta difícil
encuadrar al monte en alguno de los
supuestos de bienes comunales que la
jurisprudencia ha señalado; a saber:
1) aquéllos sobre los que tiene lugar
un aprovechamiento común o vecinal
oportuno y que pertenecen a las En-
tidades locales, a que se refiere el ar-
tículo 5, número 2, párrafo b), del Re-
glamento de Bienes —tal como son
definidos por el artículo 187 de la Ley
de Régimen Local y regidos por leyes
administrativas—; 2) los que se rigen
por los preceptos del Código civil;
y 3) los pertenecientes en mano co-
mún a los vecinos de una parroquia,
pueblo o núcleo de población que tra-
dicionalmente los vino disfrutando».
Esta Sentencia declara explícitamen-
te la existencia de comunidades ger-
mánicas en el Código civil y la acep-
tación en nuestro Derecho de un con-
cepto de bien comunal más amplio
que el definido en la legislación de
régimen local.

Un supuesto diferente a los ante-
riores es el previsto en las Sentencias
de la Sala 4.* del Tribunal Supremo
de 27 de abril de 1963 (Ar. 2403) y 3

(6) El supuesto de hecho que motiva
esta declaración es realmente curioso:
la discusión sobre el carácter de bien
comunal de un bien perteneciente a la
Comunidad de Villa y Tierra de Coca al
dejarlo de aprovechar los vecinos y re-
cibir los ingresos los Ayuntamientos in-
tegrantes.
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de abril de 1970 (Ar. 2008). Ambas se
refieren a un mismo Municipio cuyos
bienes están calificados formalmente
como de propios y los aprovechan no
todos los vecinos sino únicamente los
de un núcleo del mismo (7). Así, la
segunda Sentencia afirma que «los
aprovechamientos del monte "Escal-
dón" han sido aprovechados exclusi-
vamente por los vecinos del poblado
de Terroso y no consta con proban-
za suficiente de que los restantes ve-
cinos del Ayuntamiento hayan parti-
cipado del disfrute del monte, lo que
ha de conjugarse con lo establecido
en el artículo 265 del Reglamento de
Montes, en relación con lo dispues-
to en la Ley de Régimen Local y en el
Reglamento de Bienes de las Entida-
des Locales, respetándose conforme
preceptúa el número 2 del artículo 4
de la Ley de Montes». Es curioso que
cite el artículo 4.2 de la Ley de Mon-
tes y no el artículo 4.1 como sería lo
correcto si se tratase de un bien co-
munal típico; ello supone la admi-
sión de este aprovechamiento como
comunal no siéndolo e indirectamente
la posibilidad de constituir comuni-
dades germánicas vecinales titulares
de derechos reales limitados sobre
bienes de propios del Municipio. En
este mismo sentido la primera Sen-
tencia dice también lo siguiente: «Que
tampoco se muestra ilegalidad algu-
na en la especificación del núcleo de
población a que corresponde el apro-
vechamiento sobre todo cuando aquél
no coincide exactamente con el con-
junto de vecinos, ya que por el con-
trario el artículo 4 y 16 de la citada
Ley de montes mandan se determine
en el catálogo quiénes sean los be-
neficiarios ni con ello se invade la

(7) La Sentencia de 3 de abril de 1970,
en este sentido, afirma: «Siempre en la
sutil y necesaria distinción entre Terro-
so Ayuntamiento y Terroso, poblado sim-
plemente nunca Entidad local menor y
uno de los varios poblados que consti-
tuyen el total del Municipio, que tiene
por Ayuntamiento Terroso.»

atribución municipal, pues el aprove-
chamiento y disfrute de bienes comu-
nales en explotación colectiva que dis-
pone el artículo 192 de la Ley de Ré-
gimen Local que se invoca, queda res-
petado».

También destacan las Sentencias de
la Sala 4.' de 23 de noviembre de 1981
(Ar. 5293) y 31 de diciembre de 1986
(Ar. 1696 de 1987). En la primera de
ellas se declara que «los menciona-
dos montes en mano común, aunque
en algún modo son similares a los de
carácter comunal de la legislación ge-
neral, tienen, sin embargo, unas no-
tas muy peculiares, que los distinguen
de los anteriores, como son las que
se refieren a su titularidad, que viene
atribuida los grupos de vecinos (...)
ejerciéndose las facultades dominica-
les sobre los aludidos montes, dentro
del régimen de comunidad de tipo
germánico» y el considerando 3.° de
la Sentencia de la Sala de lo conten-
cioso de la Audiencia Territorial de
Zaragoza ratificado por la segunda
Sentencia del Tribunal Supremo cita-
da define a los comunales como bie-
nes de titularidad municipal «cuyo
aprovechamiento y disfrute corres-
ponde exclusivamente a la comuni-
dad de vecinos».

No obstante, la jurisprudencia no
es uniforme. Así, la Sentencia de la
Sala 4.' del Tribunal Supremo de 15
de marzo de 1980 (Ar. 1800 de 1981)
considera la comunidad germánica ex-
traña a nuestro Derecho; pero esta
Sentencia no es consecuente porque
para justificar el dominio municipal
de los bienes realiza un estudio de
la evolución histórica de su titula-
ridad, comprobando que la comuni-
dad vecinal (8), como grupo social,
nunca ha sido titular.

En conclusión, en nuestro Derecho
existen los aprovechamientos comu-
nales no como rarezas localistas y se

(8) Los vecinos únicamente pueden
constituirse en comunidades germánicas,
nunca en comunidades romanas, dadas
sus especiales características.
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pueden configurar como comunidades
germánicas tanto de derechos reales
absolutos como limitados. Por tanto,
no es algo extraño aunque sí igno-
rado.

2) Hasta ahora la existencia de
aprovechamientos comunales era lo
único relevante, pero la titularidad
es esencial en una segunda instancia.
Momento posterior que se justifica en
la necesidad de distinguir y determi-
nar los supuestos distintos en los que
las comunidades titulares de derechos
reales limitados la nuda propiedad
De esta forma, en los casos de comu-
nidades de derechos reales absolutos
el dominio directo pertenecerá siem-
pre a la comunidad, pero en el caso
de la comunidad titular de derechos
reales limitados la nuda propiedad
pertenecerá a un ente público o a los
particulares. Solamente en este últi-
mo supuesto concurren derechos cua-
litativamente distintos y surge el pro-
blema de la relación entre las titula-
ridades.

Esta clasificación, según pertenez-
ca el dominio directo a los particu-
lares o a los entes públicos, no es,
desde luego, original puesto que se
utiliza, aunque con un alcance me-
nor, en los artículos 600 y ss. del Có-
digo civil. En estos preceptos sólo se
regulan las comunidades titulares de
derechos reales limitados de pastos y
se distingue según sean derechos rea-
les limitados sobre propiedad de en-
tes públicos o particulares; ello con-
lleva un régimen jurídico aplicable
distinto. También, en el mismo sen-
tido, el profesor Alejandro NIETO de-
fine los beines comunales regulados
en la Ley de Régimen Local como
comunidades germánicas titulares de
derechos reales administrativos limi-
tados sobre propiedades municipales
calificadas como comunales y el pro-
fesor Raúl BOCANEGRA en el capítulo
dedicado a la naturaleza de los mon-
tes vecinales en mano común apun-
ta esta misma distintinción, aunque
con bastantes matices como se seña-

ló en los párrafos trascritos al co-
mienzo, al admitir la existencia de
comunidades de derechos de disfru-
te sobre cosa ajena particular (men-
ciona los supuestos de las comunida-
des de pastos y las servidumbres per-
sonales de pastos reguladas en los ar-
tículos 600 y ss.) o sobre dominio pú-
blico (el caso de los bienes comuna-
les) y comunidades que implican pro-
piedad (el supuesto de los montes ve-
cinales en mano común).

Como se ha señalado, esta clasifi-
cación no responde a un mero inte-
rés teórico, sino a una necesidad
práctica de indudable alcance: la dis-
tinción del régimen jurídico aplicable
según la naturaleza de los bienes so-
bre los que recae el derecho real li-
mitado. Así, sin olvidar que las comu-
nidades de titulares de derechos rea-
les absolutos se rigen por el Derecho
privado o por la legislación específi-
ca, los supuestos de comunidades de
titulares de derechos reales limita-
dos se pueden agrupar genéricamen-
te en tres grupos, según el régimen
jurídico aplicable en cada caso: co-
munidades de titulares de derechos
reales limitados sobre bienes de pro-
piedad particular reguladas por el De-
recho privado; comunidades de titu-
lares de derechos reales limitados so-
bre bienes patrimoniales de las enti-
dades públicas reguladas por leyes ad-
ministrativas; y las comunidades de
titulares de derechos reales limitados
sobre bienes de dominio público re-
guladas por leyes administrativas, pe-
ro con un régimen distinto al ante-
rior supuesto.

Teniendo en cuenta la clasificación
realizada, tal vez no resulte tan con-
fusa la ordenación de los distintos
supuestos previstos en los dos prime-
ros artículos de la Orden de 26 de
julio de 1983 del Ministro de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación sobre sub-
venciones para mejora de aprovecha-
mientos en régimen asociativo en
montes públicos, comunales y veci-
nales en mano común. El artículo 1
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de esta Orden en su intento de con-
templar todos los casos dice:

«Serán objeto de ayuda los tra-
bajos, obras y adquisiciones a que
se refiere la presente Orden, cuan-
do se realicen con fines de explo-
tación asociativa en los montes ca-
talogados como de utilidad públi-
ca, los de libre disposición o co-
munales pertenecientes a Entida-
des locales, en los clasificados co-
mo vecinales en mano común o
en los comunales no pertenecien-
tes a Entidades locales.»

El artículo 2 menciona los requi-
sitos exigidos a los beneficiarios de
estas subvenciones, desarrollando las
previsiones del artículo primero:

«Podrán ser beneficiarios de las
ayudas las agrupaciones de gana-
deros directos y personales o de
quienes se vayan a establecer co-
mo tales, que tengan derecho a
los aprovechamientos de pastos en
virtud de cualquiera de los siguien-
tes supuesto:

a) Tener adjudicación vecinal,
contratos plurianuales o servidum-
bres de pastos en montes de uti-
lidad pública.

b) Contar con derecho, arren-
damiento o cesión suficientemente
documentada en montes comuna-
les o de libre disposición.

c) Ser propietario de los terre-
nos o disponer de la correspon-
diente cesión de los propietarios.»

En los restantes apartados del ar-
tículo 2 abunda en esta distinción.
Así, el apartado tercero se refiere a
«las agrupaciones beneficiarías de los
aprovechamientos vecinales o comu-
nales en montes patrimoniales de las
Entidades locales, sean de propios o
comunales». Por otra parte, ambos
artículos denominan a los beneficia-
rios «agrupaciones», no asociaciones
o cooperativas u otra fórmula de aso-

ciacionismo agrario con personalidad
jurídica, lo que no implica que estén
excluidos.

En resumen, los bienes comunales
se dividen en comunidades de dere-
chos reales absolutos y comunidades
de derechos reales limitados, distin-
guiendo en este último caso según
el dominio directo sea un bien par-
ticular, bien patrimonial o bien de-
manial. Esta clasificación sistematiza
el contenido del concepto de bien co-
munal atípico, pero de ella se deriva
otra consecuencia: el bien comunal tí-
pico puede integrarse en el concep-
to más amplio de comunidad de de-
recho real limitado sobre bien de do-
minio público, perdiendo gran parte
de su protagonismo actual.

En este marco, como se ha indica-
do anteriormente, el contenido del li-
bro del profesor Raúl BOCANEGRA SIE-
RRA alcanza una gran importancia
porque supone un estudio completo
del régimen jurídico de las comuni-
dades de derechos reales absolutos.
Además, es posible aplicar con las
adaptaciones debidas su régimen ju-
rídico a las comunidades de derechos
reales limitados, al constituir ambas,
en definitiva, comunidades germáni-
cas y ser semejantes las relaciones
entre los distintos comuneros y las
relaciones con el objeto.

3) Lo expuesto hasta ahora no
agota totalmente la diversidad de
aprovechamientos comunales. Sigue
sin resolverse el problema que certe-
ramente plantea el autor: la incom-
patibilidad de la comunidad germana
con la personalidad jurídica, de for-
ma que el otorgamiento de persona-
lidad a una comunidad implica su
desaparición y la atribución de su
patrimonio a la persona creada. Por
eso el autor niega rotundamente la
atribución de personalidad jurídica a
la comunidad titular del monte. Esto
no quiere decir que la clasificación
realizada no sea útil, sino que sólo
es relevante en los supuestos de co-
munidades sin personalidad.
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Es curioso que a veces transcurri-
do un tiempo desde la concesión de
la personalidad jurídica la antigua
comunidad resurge como algo distin-
to a esa persona siendo titular de
un derecho real limitado sobre los
bienes de la persona jurídica. Esta
afirmación requeriría un comentario
más detallado, pero la brevedad de
estas notas no lo permite.

Hasta ahora sólo nos ha preocupa-
do descubrir esa realidad e intentar
sistematizarla; sin embargo nos que-
da la duda de si no estaremos ante
una «reliquia jurídica» que debe des-
aparecer. La solución de este interro-
gante es negativa, al menos global-
mente, puesto que obedece a una ne-
cesidad real. Para comprobar esta
afirmación y como simple ejemplo
trascribimos a continuación la jus-
tificación de la existencia de este
tipo de aprovechamientos que rea-
lizaba la Exposición de Motivos de
la Ley de 7 de octubre de 1938 sobre
Aprovechamientos de Pastos y Ras-
trojeras: «Las perturbaciones que el
actual régimen de aprovechamientos
de hierbas y rastrojeras producen en
los términos municipales de explota-
ción agrícola parcelada, impone la
necesidad de una ordenación que
(...) coordine los intereses agrícolas
y ganaderos, atendiendo al mayor
rendimiento, de acuerdo con el inte-
rés nacional».

II. En una reseña es esencial de-
tallar el contenido del libro objeto
de la misma; obra que, como es evi-
dente, no se limita a la discusión de
la naturaleza de los montes vecina-
les en mano común, aunque constitu-
ya una parte importante (9). No obs-

(9) Comprenden el sumario los siguien-
tes epígrafes: I) Introducción; II) El
desapoderamiento de los antiguos patri-
monios colectivos rurales; III) Los mon-
tes vecinales en mano común como crea-
ción jurisprudencial; IV) La titularidad
de los montes vecinales en mano común;
V) La naturaleza de la comunidad veci-
nal; VI) El régimen jurídico de los mon-

tante, a veces la relevancia de una
obra sobrepasa los límites que se de-
ducen de la descripción más o me-
nos detallada del contenido del libro
y ello debe ser destacado por el au-
tor de la reseña, sin que esto supon-
ga un olvido de su finalidad.

Por eso, consciente de que el lec-
tor quiere, al menos sucintamente,
una visión del contenido de la obra
resaltamos a continuación los temas
esenciales tratados. Así destaca el
análisis del régimen jurídico de los
montes vecinales en mano común. En
especial, sobresale el estudio doctri-
nal, jurisprudencial y legislativo rea-
lizado sobre el problema de la titu-
laridad de los montes, naturaleza de
la comunidad vecinal y el siempre vi-
drioso tema de las competencias de
las Comunidades Autónomas (10); sin
embargo, también es relevante el
análisis de las notas que caracterizan
a estos montes (indivisibilidad, im-
prescriptibilidad, inembargabilidad,
inalienabilidad y no sujeción a im-
puestos).

Además, resalta el estudio com-
pleto y detallado de la Ley de 11 de
noviembre de 1980 en el que se ana-
lizan las innovaciones introducidas
por esta ley. No obstante, a pesar
del recibimiento favorable por la doc-
trina, esta ley plantea una serie de
problemas resumidos a continuación:
no resuelve el problema de la titu-
laridad porque el artículo 1 declara
terminantemente la titularidad colec-
tiva, sin embargo el artículo 5 crea
una «comunidad propietaria», con
organización propia encargada de la
gestión, ejecución de sus acuerdos y
representación de la comunidad, y
le otorga «capacidad jurídica» distin-

tes vecinales en mano común; VII) Las
competencias de las Comunidades Autó-
nomas sobre los montes vecinales en
mano común.

(10) Quizás adquiera una nueva pers-
pectiva la distribución competencial si
se tiene en cuenta el desarrollo y las
normas citadas anteriormente.
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ta de los comuneros; además, deja
algunos puntos sin resolver como la
solución al supuesto en que una mi-
noría significativa de esa comunidad
no quiera acogerse a las previsiones
contempladas en esa ley.

En definitiva, estamos en presen-
cia de un libro esencial que espere-
mos que pronto se vea seguido de
otros estudios monográficos sobre el
tema.

Eloy COLOM PIAZUELO

BOURGON TINAO, Luis Pablo; CASTELAO
RODRÍGUEZ, Julio; D'ANJOU GONZÁ-
LEZ, Juan, y BALLESTEROS FERNÁNDEZ,
Ángel: La nueva legislación del Ré-
gimen local español. Concordada y
reverenciada. Editorial Aranzadi,
1987, 1.029 págs.

En la breve presentación con que
se abre el presente libro se dice, en
sus líneas iniciales, que «el objeto de
esta obra es la nueva legislación de
la Administración Local española
anunciada por la Constitución».

Los autores, todos ellos especialis-
tas en Derecho de las Entidades Lo-
cales y Secretarios o Interventores de
Administración Local, han concebido
un libro esencialmente práctico en el
que se ofrece al lector la normativa
local a través de una sistematización
que se apoya, de una parte, en la
Ley de 2 de abril de 1985 y Reales
Decretos que la complementan y de-
sarrollan, y, de otra, en varios índi-
ces, anexo y apéndice que incorpo-
ran materiales de diverso alcance y
contenido.

Siguiendo el mismo orden de la
publicación, después del índice de
abreviaturas (I), aparece la Ley 7/
1985, de 2 de abril, reguladora de las
bases de régimen local (II), con su
correspondiente índice simple que
menciona artículos y páginas en que
se encuentran su correspondiente ín-
dice concordado en que los artícu-

los se relacionan entre sí, y el texto
concordado y referenciado de tal ma-
nera que cada artículo va acompaña-
do al final de su contenido de las
respectivas concordancias con otros
preceptos similares y de las oportu-
nas referencias hacia otras normas
legales o reglamentarias. En tercer
lugar, figura el Real Decreto Legisla-
tivo 781/1986, de 18 de abril, aproban-
do el texto refundido de las disposi-
ciones legales vigentes en materia de
régimen local (III), seguido de un ín-
dice de artículos y páginas y del tex-
to del Decreto propiamente dicho,
también concordado y referenciado.
A continuación, con sistemática simi-
lar a la indicada en el Real Decreto
Legislativo 781/1986, se sitúan el Real
Decreto 1372/86, de 13 de junio, apro-
bando el Reglamento de bienes de
las entidades locales (IV), el Real De-
creto 1690/86, de 11 de julio, aproban-
do el Reglamento de población y de-
marcación territorial de las entida-
res locales (V), y el Real Decreto
2568/1986, de 28 de noviembre, por el
que se aprueba el Reglamento de or-
ganización, funcionamiento y régimen
jurídico de las entidades locales (VI).
Seguidamente hay un Apéndice de
disposiciones complementarias (VIII)
y que var> desde la Instrucción de
Contabilidad de las Corporaciones Lo-
cales de 4 de agosto de 1952 hasta el
Real Decreto-Ley 1/1987, de 10 de
abril, concediendo crédito extraordi-
nario para hacer efectiva la devolu-
ción de las cantidades ingresadas en
exceso por las Contribuciones Terri-
toriales y se regula el procedimien-
to de devolución, comprendiendo un
totla de treinta y tres disposiciones
sobre temas diversos como los pre-
supuestos, persona], tráfico y otros.
Después viene el índice analítico de
materias (VIII), que se ordena alfa-
béticamente de modo que cada voz
lleva a continuación uno o varios nú-
meros que corresponden a los ar-
tículos de la Ley, Texto Refundido o
Reglamentos donde puede encontrar-
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se la procedente regulación. A conti-
nuación aparece el índice cronológi-
co de legislación del Estado, citada
(IX), con una cuádruple columna que
va encabezada por los rótulos «abre-
viatura disposición», «fecha», «BOE»
y «materia». Y, seguidamente, viene
otro índice de legislación de las Co-
munidades Autónomas en materias re-
lacionadas con el régimen local (X),
con una triple columna cuyos enca-
bezamientos son las palabras «fecha
disposición», «BOE» y «materia». Co-
mo nuevo epígrafe o capítulo, está
el relativo a la Tramitación parlamen-
taria de la Ley 7/1985 (XI), para indi-
car al lector la documentación del
Congreso y del Senado en que se
plasmó la tramitación del proyecto
de ley en ambas Cámaras. Y, final-
mente, como cierre se incluye un
Anexo cerrado a 30 de septiembre de
1987 (XII), donde se incorporan un
total de once normas de diverso ran-
go y una sentencia del Tribunal
Constitucional que tratan de cuestio-
nes que afectan a la vida local, y
entre las que destacan la Ley de 12
de junio de 1987 sobre regulación de
los órganos de representación, deter-
minación de condiciones de trabajo
y participación del personal al ser-
vicio de las Administraciones Públi-
cas, la Ley de 15 de abril de 1987
municipal y de régimen local de Ca-
taluña y el Real Decreto de 18 de
septiembre de 1987 que contiene el
régimen jurídico de los funcionarios
con habilitación de carácter nacional.

De este modo, los autores han con-
feccionado un libro de contenido am-
plio, bien concebido en cuanto a sus
diversos bloques de materias que lo
conforman y tratando siempre de in-
terrrelacionar unos preceptos con
otros a fin de conexionar las normas
más importantes y relevantes en el
campo de la Administración Local. La
publicación no se cierra, sino que
queda abierta a nuevas normas que,
en el futuro, se vayan dictando ya
que, como anuncian los autores en la

presentación «los nuevos Reglamen-
tos locales serán objeto de publica-
ción a medida que se promulguen».

V. M.° GONZÁLEZ-HABA GUISADO

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús: La dignidad
de la persona, Editorial Civitas, Ma-
drid, 1986, 225 págs.

En este nuevo libro de Jesús GON-
ZÁLEZ PÉREZ, se hace un completo es-
tudio de la dignidad de la persona
ante el Derecho. El libro es una ver-
dadera monografía de corte clásico
que contiene una exposición exhaus-
tiva sobre un tema —la dignidad de
la persona— que tiene el carácter de
verdaderamente fundamental, tanto
en el significado general de esta pala-
bra como en sentido específico.

GONZÁLEZ PÉREZ parte del concepto
y fundamento de la dignidad de la
persona, con especial referencia a la
doctrina de la Iglesia y a los trata-
dos y pactos internacionales. Desde
el primer momento, fija los concep-
tos esenciales de la persona como ser
dotado de inteligencia y de libertad,
y de su dignidad, como rasgo inhe-
rente al ser humano, para elaborar a
continuación una construcción cientí-
fica sobre la base del Derecho positi-
vo español. El estudio del tema ele-
gido —núcleo central de los derechos
fundamenatles— se desarrolla no sólo
desde la perspectiva constitucional si-
no desde todos y cada uno de los
sectores del Ordenamiento. Se trata,
por tanto, de un estudio detallado del
Derecho positivo español.

Se incluyen al final de la obra unos
índices completos de disposiciones le-
gales, de sentencias del Tribunal
Constitucional y del Tribunal Supre-
mo, de autores y analítico que faci-
litan su manejo.

En el capítulo dedicado al Ordena-
miento constitucional ofrece una com-
pleta exposición del significado de la
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dignidad de la persona como prin-
cipio general del Derecho y de sus
funciones como tal principio: funda-
mento del Ordenamiento (legitima el
ejercicio de todos los Poderes, de mo-
do que el ejercicio de cada uno de
ellos se justificará en la medida que
contribuya a garantizar y estimular el
arraigo de la misma); orientación de
la interpretación (imponiendo se re-
chace cualquier interpretación que
conduzca a un resultado directa o
indirectamente contrario); norma de
conducsta y límite del ejercicio de
los derechos (a tal efecto se delimita
el concepto de los distintos derechos
fundamentales y su relación con la
dignidad de la persona), e integración
del Ordenamiento (presentando un
inestimable valor en los supuestos de
vacío de normas legales).

En capítulos sucesivos se estudia
la proyección de la dignidad de la
persona en el Derecho privado, en el
Derecho laboral, en el Derecho ad-
ministrativo, en el Derecho penal y
en el Derecho procesal. En cada uno
de ellos, se ofrece un examen deta-
llado de las normas que constituyen
una manifestación y concreción del
principio, de aquellos otros que re-
sultan afectados por el mismo y de
las que han de considerarse nulas,
cuando los criterios que deben pre-
sidir su integración no permiten ade-
cuarlas a la norma constitucional que
la consagra.

El capítulo dedicado al Derecho ad-
ministrativo comienza por una refe-
rencia a la Ley de procedimiento ad-
ministrativo en la que «aparece el
deber de respetar la dignidad de las
personas en uno de los artículos in-
cluidos en el capítulo que regula la
actividad administrativa de ejecu-
ción, precisamente en el que regula
una de las modalidades de la ejecu-
ción forzosa administrativa, la com-
pulsión directa sobre las personas.
«Los actos administrativos que im-
pongan a los administrados una obli-
gación personalísima de no hacer o

soportar —dice el art. 108,1—, podrán
ser ejecutados por compulsión direc-
ta sobre las personas en los casos en
que la Ley expresamente lo autorice,
y dentro siempre del respeto debido
a la dignidad de la persona y a los
derechos reconocidos en el Fuero de
los Españoles.»

«Lo que no supone en modo algu-
no —dice GONZÁLEZ PÉREZ— que de
las distintas modalidades de la acti-
vidad de las Administraciones públi-
cas sujetas al Derecho administrativo
—cuyo régimen jurídico regula con
carácter general la LPA— únicamen-
te hayan de respetar la dignidad de
la persona y los derechos fundamen-
tales y libertades públicas cuando
sus agentes ejercen la compulsión di-
recta sobre las personas. Si se ha re-
cordado este elementalísimo deber de
todos —y, por tanto, con mayor ra-
zón, de los titulares de los órganos
públicos— al regular el ejercicio de
un concreto medio de ejecución for-
zosa, es por la sencilla y elemental
razón de que es en esta manifesta-
ción última de la potestad coercitiva
de la Administración donde más peli-
gro existe de que se olvide el respeto
de los derechos fundamentales y es-
pecialmente el respeto debido a la
dignidad de la persona, al emplear la
fuerza frente a quienes se olvidan del
respeto que deben a su propia digni-
dad, al resistirse a cumplir una obli-
gación de hacer o insistir en hacer
algo que no deben hacer.»

Después de recordar la doctrina de
la sentencia del Tribunal Constitucio-
nal de 17 de febrero de 1984 sobre la
procedencia de generalizar la aplica-
ción del artículo 108 de la LPA «a
todos los casos de ejecución forzosa
por la Administración» pasa a estu-
diar las exigencias del principio en
las reglamentaciones de las distintas
relaciones especiales de sujeción, en
los siguientes apartados:

Situación del funcionario. El fun-
cionario, que está obligado a tratar
a los administrados con la debida
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consideración, tiene derecho a que se
respete su dignidad, tanto por parte
de los superiores e inferiores, como
por parte de los administrados que
con él se relacionan.

Situación militar. Por ser la rela-
ción en la que más fuerte es la po-
sición de sujeción, se exigen espe-
ciales garantías del respeto debido a
la dignidad de la persona. Se ofrece
un minucioso estudio de estas garan-
tías en las Ordenanzas de las Fuer-
zas Armadas, en las Ordenanzas del
Ejército de Tierra, en el Código Pe-
nal Militar y en la Ley Orgánica 12/
1985, del Régimen disciplinario de
las Fuerzas Armadas.

Situación del escolar y del estu-
diante. Se destacan los atentados que
todavía subsisten a la dignidad del
estudiante, pese a la normativa vi-
gente, así como el incremento de los
atentados a la dignidad del personal
docente.

Situación del recluido en las insti-
tuciones penitenciarias. Se hace en
este apartado un completo examen de
la Ley General Penitenciaria de 1979
desde la perspectiva de la dignidad
de la persona.

Situación del usuario de servicios
públicos y del internado en estable-
cimientos públicos. Es objeto de es-
pecial atención la reglamentación del
internado en las instituciones sanita-
rias hasta la Ley General de Sanidad
de 25 de abril de 1986.

El principio de que la buena fe
del ciudadano se presume siempre.
Termina el capítulo dedicado a la
ñdignidad de la persona en el Dere-
cho administrativo, con un apartado
con este título. Pues «como manifes-
tación del respeto debido a la digni-
dad de la persona ha de considerarse
la presunción de que el ciudadano
actúa de buena fe y, como concreción
de ésta, la presunción de inocencia».
Presunción de inocencia que ha su-
frido atentados en la legislación tri-
butaria que estudia GONZÁLEZ PÉREZ.

El último capítulo se dedica a la
protección jurisdiccional de la digni-
dad de la persona, ante el Tribunal
Consitttucional y ante los Tribuna-
les de los distintos órdenes jurisdic-
cionales (y, por tanto, el contencioso-
administrativo).

Si los atentados a la dignidad per-
sonal provienen de una norma con
rango de Ley, no existe otro proce-
dimiento que el de acudir al Tribu-
nal Constitucional. Si el Juez que co-
noce de un proceso contencioso-ad-
ministrativo tiene que aplicar la Ley
supuestamente inconstitucional, plan-
teará la cuestión de inconstitucionali-
dad si llega a la convicción de que
es así, en aplicación del artículo 5.°
de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial. Si el atentado no dimana de
una Ley, la protección a la dignidad
de la persona —consagrada en una
norma constitucional —se obtendrá
en los respectivos órdenes jurisdic-
cionales, en función de la naturaleza
de los actos que atenten contra ella.
Si el atentado a la dignidad se pro-
duce en el ámbito de las relaciones
sujetas al Derecho administrativo, de-
berá demandarse la tutela ante los
Tribunales del orden jurisdiccional •
contencioso - administrativo (art. 9
LOPJ).

Se plantea GONZÁLEZ PÉREZ el pro-
blema de si, en el supuesto de que
no se obtiene la protección debida en
los Tribunales con jurisdicción para
ello, procede formularse recurso de
amparo ante el Tribunal Constitucio-
nal, al consagrar la Constitución el
respeto a la dignidad en su artículo
—el 10—, que no está incluido entre
aquellos a los que se confiere esta
protección especial.

La dignidad de la persona ha sido
sacralizada del modo más solemne
en Declaraciones y Pactos internacio-
nales, Constituciones y leyes de cada
Estado. En la Historia de la Huma-
nidad, jamás un valor fundamental
alcanzó tal grado de adhesión, ni más
cuidadosa regulación en los Derechos
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positivos, ni tantas organizaciones pa-
ra velar por su respeto y protección.

La realidad, sin embargo, no puede
ser más desesperanzadora. La digni-
dad humana es objeto de continuos
ataques por parte de los propios Es-
tados que firmaron aquellas declara-
ciones y el hombre, en ejercicio de
su omnímoda libertad, llega a unos
niveles de degradación en otras épo-
cas inconcebibles ante la pasividad
de los poderes públicos. UNAMUNO ya
hablaba de los «feroces choques de
nuestros días» que «están despojan-
do de su personalidad, de su civilici-
dad, de su historicidad a los hom-
bres que luchan, y nos ponen al des-
cubierto las reses que hay dentro de
ellos, los hombres cosas».

Este libro es un serio aldabonazo
en favor de la defensa de la dignidad
humana, sacando al descubierto, en
unos casos, y recordando, en otros,
todos y cada uno de sus medios de
protección. En una entrevista a Fran-
cisco AYALA al ingresar en la Acade-
mia de la Lengua, a la pregunta
«¿Qué salva al hombre?», contestaba
el nuevo académico: «La dignidad.
El que la pierde se convierte en un
guiñapo, aunque siempre existe espe-
ranza de remisión». Esperanza que
deja en el ánimo la lectura de este
nuevo libro de Jesús GONZÁLEZ PÉREZ.

Luis C. FERNANDEZ-ESPINAR

MONTERO Y CASADO DE AMEZÜA, Fran-
cisco Javier: Jurisprudencia sobre
régimen disciplinario de la Admi-
nistración Pública, Instituto Nació
nal de Administración Pública, Al-
calá de Henares-Madrid, 1987, 213
páginas.

El autor del libro que comenta-
mos viene dedicando especial aten-

ción a la parcela del régimen disci-
plinario dentro del marco más global
del régimen jurídico de la Función
Pública. Resultado de dicha dedica-
ción es el presente trabajo que tiene
por misión ofrecer al lector una vi-
sión panorámica y actualizada de la
jurisprudencia, emanada del Tribunal
Supremo y del Tribunal Constitucio-
nal, en torno al régimen disciplinario
funcionarial.

El tema, ciertamente, es importan-
te. La potestad sancionadora de la
Administración, respaldada por el
propio texto constitucional, cobra hoy
un auge creciente como mecanismo
apto para que la desada eficacia ad-
ministrativa, dentro del Estado de
Derecho, no sea un puro deseo sino,
por el contrario, una realidad apre-
ciada por ciudadanos y administra-
dos. Y si trasladamos estas conside-
raciones al ámbito más restringido de
la Función Pública, también cabe afir-
mar que la potestad sancionadora
tiende a ejercitarse con mayor inten-
sidad dentro de las líneas generales
de actuación de una Función Pública
más servicial respecto de los intere-
ses generales y más respetuosos con
los derechos y libertades de los ser-
vidores públicos.

MONTERO Y CASADO DE AMEZÜA ha
concebido un libro esencialmente
práctico y útil, sin adornos doctrina-
les ni apenas comentarios de signo
teórico. La finalidad del mismo no
es otra que mostrar una gama de
sentencias del Tribunal Constitucio-
nal y del Tribunal Supremo en las
que se abordan cuestiones o proble-
mas que se relacionan con el régi-
men disciplinario. A estos efectos, las
sentencias seleccionadas, cada una de
las cuales lleva su respectivo número
marginal para su identificación, apa-
recen agrupadas en los siguientes epí-
grafes: I. Principios generales sobre
la potestad sancionadora y disciplina-
ria; II. Calificación de las faltas; III.
Determinación y efectos de las san-
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ciones; IV. Prescripción; V. Huelga;
VI. Procedimiento; VII. Sentencias de
interés por razón del sujeto; y VIII.
Administración de Justicia y Admi-
nistración Militar. A su vez, cada uno
de los epígrafes mencionados se sub-
divide en subepígrafes en los que se
pormenorizan y puntualizan más de-
talladamente cada una de las mate-
rias a los que aquéllos se refieren.

Si, como es lógico, la exposición or-
denada y clasificada de las senten-
cias representa lo más sustancial de
la obra y viene a ser como su verda-
dera razón de ser, el autor con ca-
rácter previo ha situado una Nota
explicativa sobre el alcance de su
libro y una especie de Introducción
sobre «Las principales aportaciones
de la jurisprudencia» en la que ex-
plica cuáles son, en su opinión, las
aportaciones más destacadas y sobre-
salientes que han hecho los dos Tri-
bunales ya citados. Y, en la parte fi-
nal, dentro de las páginas que cierran
la presente publicación, el autor ha
considerado oportuno incluir «algu-
nos formularios para facilitar a los
que hayan de aplicar el Reglamento
la siempre delicada labor de dar for-
ma correcta a los escritos», así como
el texto completo del Real Decreto
33/1986, de 10 de enero, por el que
se aprueba el Reglamento Disciplina-
rio de los Funcionarios de la Admi-
nistración del Estado.

Varios índices completan el libro,
con el fin de ayudar al lector en su
manejo y consulta. Todo lo cual con-
tribuye a que aquél se convierta en
una buena herramienta de trabajo a
la que acudir, cuando sea preciso, con
el fin de conocer las posturas juris-
prudenciales en temas como los disci-
plinarios que, merced a la propia di-
námica jurisprudencial y ' al propio
impulso normativo de la Constitu-
ción, están experimentando profun-
dos cambios tanto en su plantea-
miento como en su resolución.

V. M." GONZÁLEZ-HABA GUISADO

MONTORO CHINER, M.1 Jesús: Conve-
nios entre Federación y Estados
miembros en la República Federal
Alemana, Ed. Tecnos, Madrid, 1987,
132 págs.

1. MONTORO CHINER, Profesora Ti-
tular de Derecho Administrativo en
la Universidad de Barcelona, publica
una monografía sobre los convenios
Bund-Ldnder, como fórmula de co-
operación federal; fruto de su labor
de investigación realizada en la Uni-
versidad de Bielefeld (RFA). Lugar
muy apropiado, tanto por la influen-
cia desplegada por la Ley Fundamen-
tal de Bonn en la Constitución espa-
ñola de 1978, como por lo que el co-
nocimiento del sistema federal ale-
mán pueda aportar al desarrollo de
nuestro Estado de las autonomías,
aunque no siempre sean trasladables
instituciones o figuras específicas de
uno a otro modelo.

2. El estudio está dividido en tres
partes. En la primera de ellas analiza
el principio de solidaridad en la
Constitución española y en la juris-
prudencia de nuestro Tribunal Cons-
titucional, de donde se deduce que
presenta un contenido preponderan-
temente económico, siendo sujetos
del mismo las Comunidades Autóno-
mas. De signo diferente, pero estre-
chamente unido a la solidaridad en-
tendida en sentido amplio, es el prin-
cipio de lealtad a la Constitución,
vinculante tanto para el Estado co-
mo para las Comunidades Autóno-
mas, que implica no ya el acatamien-
to de la Constitución como norma
(art. 9.1), sino el mutuo respeto en
el ejercicio de las respectivas com-
petencias, que se manifiesta en un
leal y decidido propósito en fijar —y
actuar en— los justos términos de
las mismas. En otras palabras, se-
gún dice el Tribunal Constitucional,
como un medio de hacer viable y /a-
cilitar el ejercicio o el mejor fin de
las competencias ajenas (STC 28-1-
1986).
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3. La autora se introduce a conti-
nuación en la Bundestreue alemana:
principio no escrito pero reconocido
por el Tribunal Constitucional fede-
ral, que preside el funcionamiento
del sistema de la RFA. Con ágil prosa
presenta el panorama alemán: Lan-
der y Federación se deben deferen-
cia, respeto y lealtad para el forta-
lecimiento del régimen federal. En
el fondo late la problemática, aplica-
ble al modelo patrio, de la ineludi-
ble necesidad de la buena fe en el
ejercicio de las competencias.

Las tensiones que crean, en los
Estados de corte federal, la extralimi-
tación, abuso o uso torticero de las
competencias, pueden agravarse cuan-
do las actuaciones administrativas,
en lugar de estar presididas por la
objetividad y el servicio a los intere-
ses generales, se impulsan por razo-
nes de interés político partidista. No
es de extrañar, pues, como dice la
autora, que el principio de la Bun-
destreue sea esgrimido, por lo gene-
ral, cuando se trata de entrar a de-
cidir asuntos de marcado cariz po-
lítico. Así el Tribunal Constitucional
federal no duda en interpretar la
Bundestreue como un principio limi-
tador de las competencias, de los
abusos y desconsideraciones en su
ejercicio.

El estudio de importantes y re-
cientes sentencias del TC federal per-
mite, a MONTORO CHINER, diferenciar
de la Bundestreue el principio de so-
lidaridad, que también en Alemania
tiene un marcado significado econó-
mico; no en vano es alegado y sirve
de fundamento en la resolución del
conflicto sobre la financiación de los
Lander. Ahora bien, Bundestreue (fi-
delidad al sistema) y solidaridad, con-
cluye la autora, son principios dife-
renciables pero con rasgos comunes,
pues su conjunción refuerza el pro-
yecto del Estado democrático.

4. En el marco de la cooperación
federal, dedica el segundo capítulo

a los convenios entre Bund y Lander.
La insosyalable tarea de cooperación
entre ambas Administraciones puede
cumplirse mediante actuaciones ad-
ministrativas y ejecutivas, según tác-
tica que determina la ordenación or-
gánica de los poderes públicos en
la Constitución. Pero, superando un
reparto estático de competencias, otra
forma de cooperación, de gran sig-
nificado en Alemania, son los conve-
nios entre Federación y Estados
miembros. Obviando los contratos de
carácter privado, que no interesan al
objeto de la obra, hace una magnífi-
ca exposición de los acuerdos some-
tidos a Derecho Público, desmenu-
zando su naturaleza, régimen jurídi-
co y efectos.

Para celebrar un convenio, tanto
Bund como Lander han de actuar
dentro de sus ámbitos competencia-
Íes, esto es, tener competencias so-
bre el objeto del convenio. En conse-
cuencia, campo idóneo para las con-
venciones será el de las materias co-
munes (art. 91,a GG), o en aquellas
materias en que la competencia no
está claramente atribuida. De particu-
lar interés es la cuestión de si a tra-
vés de las formas contractuales pue-
de modificarse la estructura federal.
Esto es, si mediante convenio Bund-
Lá'nder puede alterarse el régimen
de competencias. En principio la res-
puesta ha de ser necesariamente ne-
gativa, ya que por imperativo cons-
titucional no es lícito convenir sobre
la competencia, su alteración o trans-
formación. Pero en la práctica de los
convenios no siempre se ha respeta-
do esta premisa; y como el Tribunal
Constitucional federal no procede de
oficio, aunque los convenios que se
celebren puedan rozar la Constitu-
ción, alterando la estructura de las
competencias, no llegan a suscitarse
conflictos constitucionales por falta
de interés de las partes en plantear-
los. Hipótesis ésta perfectamente da-
ble en otros ámbitos y que no es ex-
clusiva de Alemania.
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5. Cierra el libro con un estudio
sistemático de los principales conve-
nios, de contenido diverso, suscritos
durante los últimos quince años. En
fin, una monografía sugerente, de lec-
tura fácil que, en la línea de los tra-
bajos especializados, nos presenta có-
mo a través de fórmulas convencio-
nales puede lograrse la cooperación
en un Estado plurilegislativo.

J. Manuel FIDALGO LATORRE

REY GUANTER, Salvador del: Estado,
sindicatos y relaciones colectivas en
la Función Pública, Instituto Na-
cional de Administración Pública,
Alcalá de Henares-Madrid, 1986, 252
páginas.

Las transformaciones que, en diver-
sos órdenes, experimentan hoy las
Administraciones Públicas encuentran
un eco profundo y revelador en el
área de sus respectivas Funciones Pú-
blicas. El título del libro que comen-
tamos es, en este sentido, lo sufi-
cientemente aleccionador ya que es-
tá demostrando la presencia de un
fenómeno creciente y acelerado como
es el de la aproximación entre el fun-
cionariado y los trabajadores de la
empresa privada en aspectos determi-
nados, y no ciertamente los menos
importantes, de sus respectivos regí-
menes jurídicos.

DEL REY GUANTER, profesor titular
de Derecho del Trabajo en la Facul-
tad de Ciencias Económicas y Em-
presariales de la Universidad de Se-
villa, aborda la temática de las rela-
ciones colectivas en el sector público
dentro de nuestro país. Como escribe
en la Presentación, «el sindicato, la
negociación colectiva, la representa-
ción y participación en la empresa y

los conflictos colectivos son institu-
ciones que en nuestro ordenamiento
jurídico no pueden ser ya presenta-
dos exclusivamente desde la perspec-
tiva de los trabajadores con contrato
de trabajo», desde el momento que,
por el propio impulso de los aconte-
cimientos sociales, precisan ser trans-
plantadas a los recintos y ámbitos de
la Función Pública.

Toda una ancha y compleja proble-
mática gira en torno a estas cues-
tiones. El autor, en su libro, se en-
carga de ir explicando aquélla al hilo
del Derecho Comparado y de la re-
ciente legislación española, con el fin
de ofrecer un panorama real y obje-
tivo de las relaciones colectivas en
la Función Pública. Metodológicamen-
te hablando, aunque hay un predo-
minio de los enfoques jurídicos, no
faltan los de otro carácter como son
los relacionados con la Ciencia de
la Administración como los que afec-
tan a la teoría de las relaciones la-
borales. Y, en cuanto al contenido
propiamente dicho del libro, tras la
Introducción, se entra en el análisis
de las partes que intervienen en las
relaciones colectivas y que son, de
un lado, el Estado con toda su com-
plejidad estructural y, de otro, los
sindicatos funcionariales también con
sus peculiaridades y características.
Por lo que respecta a la relación co-
lectiva más significativa, como es la
negociación colectiva, se considera
primero el marco jurídico de la mis-
ma en el ordenamiento jurídico es-
pañol, a continuación la naturaleza y
la eficacia de los acuerdos colectivos
ques e adopten, después las partes in-
tervinientes en el proceso de nego-
ciación y el proceso negociador en
cuanto tal, seguidamente el contenido
y estructura de la negociación y, fi-
nalmente, la huelga y los medios de
solución de los conflictos colectivos
en lo que concierne a la negociación
colectiva. Como cierre del libro, ade-
más de una bibliografía seleccionada
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tanto española como extranjera, se
incluyen unas conclusiones que vie-
nen a ser una síntesis del pensamien-
to del autor expuesto en su obra y,
sobre todo, «una reflexión general»
acerca de la negociación colectiva en
la Función Pública. En este sentido,
DEL REY GUANTER, de acuerdo con
RUSCIANO, valora a aquélla como un
«fenómeno revolucionario» y como el
«factor de mayor relieve en el siste-
ma de empleo público», señalando
también que «la necesidad de que el
derecho a la negociación colectiva en
la Función Pública sea genuinamente
respetado y desarrollado no nos pue-
de ocultar el hecho de que ese dere-
cho posee unas características y pe-
culiaridades muy importantes desde
una perspectiva jurídica».

La exposición del autor no dejará
de suscitar discrepancias en alguno
de sus planteamientos. No hay que
olvidar que la legislación española
en la materia es todavía movediza,
cambiante y con lagunas. Por tanto,
se requiere que los estudiosos del
Derecho del Trabajo y del Derecho
Administrativo lleven a cabo una la-
bor, no siempre fácil, de interpreta-
ción y comprensión de las normas;
máxime cuando, en España, a diferen-
cia de otros países, nos falta expe-
riencia en el campo de las relaciones
colectivas funcionariales. Recientes le-
yes han abierto un camino, mucho
tiempo cerrado, y que ahora es ne-
cesario andar hasta alcanzar metas
aceptables en nuestra Función Públi-
ca en el campo de la representación,
de la negociación colectiva, de la par-
ticipación, del ejercicio del derecho
a la libertad sindical, de la huelga,
etc. Sin duda, la lectura del libro que
hemos comentado contribuirá a des-
pejar el camino y a superar los obs-
táculos que, todavía, se alzan por
doquier.

V. M.' GONZÁLEZ-HABA GUISADO

ROCA ROCA, Eduardo: Javier de Bur-
gos. Madrid, 1978 (Notas sobre un
epistolario). Delegación del Institu-
to de Estudios de Administración
Local en Granada. Centro de Es-
tudios Municipales y de Coopera-
ción Interprovincial de las Excelen-
tísimas Diputaciones de Almería,
Granada, Jaén y Málaga. Granada,
1987, 213 págs.

«Este libro que debemos al Profe-
sor ROCA ROCA y a la visión históri-
ca de los familiares de Javier DE
BURGOS, es un documento que descu-
bre un aspecto inédito y entrañable
de un administrativista que está en
la Historia —no sólo la del Derecho
Administrativo— por méritos propios
reconocidos unánimemente por to-
dos.» Así se expresa el profesor PA-
REJO ALFONSO en el prólogo que sir-
ve para justificar la publicación del
libro en base a una doble motiva-
ción: primera, se trata de hacer jus-
ticia a un gran administrativista y «a
un transformador de la sociedad»; y
segunda, es aleccionador conocer los
aspectos humanos y entrañables de
un hombre que, como Javier DE BUR-
GOS, ha permanecido en la penum-
bra en lo que a su vida privada se
refiere.

El mérito de la obra que se noticia
pertenece al profesor ROCA ROCA que,
mediante el acceso a la documenta-
ción facilitada por los familiares de
Javier DE BURGOS, ha dado a la luz
por primera vez el texto de 98 cartas
cruzadas, en el año 1798, entre Ja-
vier DE BURGOS y su padre Diego DE
BURGOS y entre Antonio Pascual (fun-
cionario de la Administración de Ren-
tas de Motril) y el citado Diego DE
BURGOS. Escritas cuando Javier DE
BURGOS contaba diecinueve años de
edad, se recogen en el libro ordena-
das cronológicamente y con su co-
rrespondiente numeración marginal a
efectos de facilitar su localización e
identificación. Y, como recuerda PA-
REJO ALFONSO en el prólogo, este cen-
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tenar de cartas, que «en otro sería
una extravagancia o rareza», «en Ja-
vier es simplemente el anuncio de
una pluma fértil que abarcará todos
los géneros»; por lo que sería un gra-
ve error conocer al administrativista
granadino sólo a través de la «Expo-
sición a Fernando VII» o de la fa-
mosa Instrucción dirigida a los Sub-
delegados provinciales de Fomento.

La necesidad de profundizar en la
rica personalidad de Javier DE BUR-
GOS es lo que valora la investigación
llevada a cabo por ROCA ROCA que,
en un centenar de páginas previas a
las que reproducen el epistolario de
nuestro personaje, hace una serie de
consideraciones en torno a la vida y
peripecias de Javier DE BURGOS a fin
de situar, adecuadamente, su figura
en el contexto histórico-social de fi-
nales del siglo XVIII. Al hilo de los
pasajes de las cartas, el autor del
trabajo va describiendo aquellos su-
cesos, personales y sociales, que más
incidieron sobre la vida de Javier DE
BURGOS y que, de alguna manera, me-
jor reflejan los rasgos de su extra-
ordinaria personalidad; y que, al mis-
mo tiempo, son ya el anuncio antici-
pado de una fuerte vocación por la
cosa pública.

Las cartas que el libro reproduce
son, pues, una interesante aportación
para la mejor y más cabal compren-
sión de Javier DE BURGOS. En ellas
queda constancia de aspectos tal vez
minúsculos, pero no por ello poco
significativos, de la trayectoria vital
de aquél, como son sus estudios, sus
relaciones con diversas personalida-
des de su tiempo, su marcha a Ma-
drid, sus vinculaciones familiares, sus
compromisos políticos, su valoración
de los acontecimientos más señala-
dos de la época, sus tentativas para
encontrar empleo, etc. Todo este ma-
terial epistolar sirve a ROCA ROCA pa-
ra hilvanar unas apasionantes pági-
nas en las que, con rigor histórico,
nos descubre facetas inéditas o poco
conocidas de Javier DE BURGOS; y con-

tribuye, de esta manera, a recuperar
y en todo caso a realzar como se me-
rece a uno de los hombres que en
nuestro país, más ha contribuido a
hacer avanzar las fronteras del De-
recho Administrativo y de la Ciencia
de la Administración desde una con-
cepción moderna y actual.

Para finalizar estas líneas, nada me-
jor que recoger ahora la conclusión
que el autor, el profesor ROCA ROCA,
sitúa al final de su estudio en torno
a las cartas objeto central de su li-
bro. «En resumen —escribe—, la do-
ble correspondencia que hemos veni-
do comentando, pone de manifiesto
las singulares dotes de Javier DE BUR-
GOS, manifestadas a temprana edad,
y de forma especial sus aficiones li-
terarias, políticas y administrativas
que pondrá más adelante de manifies-
to cuando retorna a España, se in-
serta en la vida política, económica y
social y llega a ocupar el Ministerio
de Fomento.»

V. M.° GONZÁLEZ-HABA

SORIANO GARCÍA, José Eugenio: Re-
glamentos y Directivas en la juris-
prudencia comunitaria, Ed. Tecnos,
Madrid, 1988.

No hace aún tres años que España
forma parte de la Comunidad Euro-
pea, y bien puede decirse que nues-
tra doctrina ha asediado las cuestio-
nes y los problemas que ello conlle-
va con unos resultados que, en gene-
ral, deben calificarse de excelentes.
No es exagerado, en efecto, afirmar
que, al menos en lo que hace a la
«Parte General» y dentro de ella a
las fuentes, el ordenamiento europeo
ha sido objeto de un conjunto de
investigaciones que no tienen que en-
vidiar a las que, desde hace mucho
más tiempo, existen en otros países.
Pues bien, en ese conjunto se inser-
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ta a partir de ahora la obra que da
pie a estas líneas.

El autor comienza haciendo una
breve reflexión introductoria al De-
recho comunitario, describiendo sus
principales características. Se inclu-
"yen aquí también algunas ideas so-
bre el papel de las Comunidades Au-
tónomas en el nuevo orden de cosas,
aunque remitiendo su desarrollo por-
menorizado a otro estudio futuro.

A continuación se entra en el es-
tudio de los Reglamentos, que cons-
tituyen, en la conocida frase de SA-
VARY, «el verdadero poder europeo».
De manera muy analítica se ven to-
dos y cada uno de sus rasgos: norma-
tividad, carácter general, carácter
obligatorio, aplicabilidad inmediata,
efecto directo y primacía.

En fin, se aborda el más comple-
jo tema de las Directivas. Antes de
hablar de Europa, el autor apunta
algunas importantes sugerencias de
terminología y de Derecho español,
sin duda indispensables para la ca-
bal comprensión de la figura, y pasa
a continuación a la exégesis del ar-
tículo 189 del Tratado CEE en lo que
hace a esta peculiar fuente norma-
tiva. Se percibe un muy especial de-
tenimiento en dos puntos: los funda-
mentos normativos de la potestad de
emanar Directivas y el posible efec-
to directo de las mismas, con refe-
rencia a los supuestos en que el mis-
mo se predica de las relaciones en-
tre particulares.

El índice del libro, sin embargo,
no es por sí solo expresivo. Debe
hacerse notar que el principal méri-
to de la obra que glosamos, que es
a la vez su singularidad, está en la
metodología utilizada y en concreto
en el hecho de haber utilizado como
primer material la jurisprudencio del
Tribunal de Luxemburgo. El autor
no elucubra a base de doctrina para
luego absolver o condenar los crite-
rios jurisprudenciales, sino que parte
de estos últimos como elementos ver-
tebradores de toda la construcción.

El referido método se acompaña ade-
más de otras dos reglas: primero, la
consideración en su justa medida del
factor tiempo, o lo que es lo mismo,
la dinamicidad y la elaboración pro-
gresiva y dialéctica de aquellos cri-
terios, que sólo se comprenden como
eslabones de un proceso; y segundo,
el cuidado en el relato de los Hechos
de cada pleito, motivado por el pro-
pósito de no caer en el conceptua-
lismo. Exponer la jurisprudencia eu-
ropea en base a tales criterios, y ex-
ponerla además, con rigor y con brío,
es el mayor mérito de este excelente
libro, desde ahora de consulta obli-
gada para el estudioso y el profe-
sional.

A. JIMÉNEZ-BLANCO CARRILLO
DE ALBORNOZ

SOSA WAGNER, Francisco: Manual de
Derecho Local, Ed. Tecnos, Madrid,
1987, 275 págs.

1. Algo que ha caracterizado al De-
recho Local español ha sido el alto
nivel de sus manifestaciones norma-
tivas. En la gran mayoría de las oca-
siones en las que existe una legisla-
ción local y otra estatal sobre una
misma materia, es la local la que
posee una mayor precisión. Sin em-
bargo, el tratamiento doctrinal de
esta materia, con algunas excepcio-
nes, no ha alcanzado el nivel medio
de la bibliografía propia del Derecho
Administrativo general. Salvando la
formidable obra de ALVI CHOLVI, en
las últimas décadas el Derecho Lo-
cal no ha sido tratado por los auto-
res con entusiasmo. Parece como si
a la doctrina le faltara el impulso ne-
cesario para acometer el desarrollo
sistemático de una materia de las
colosales proporciones del régimen
local. Olvidados los magistrales tra-
tados de Derecho Local escritos en
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el siglo xix, los libros de un BARROS,
BERMEJO, MARQUES CARBO y ABELLAN
son de gran utilidad para la práctica
administrativa, pero carecen de am-
biciones, no ya científicas, sino me-
ramente sistemáticas.

Esta carencia se ve compensada só-
lo en parte por otros libros de ca-
rácter temático fragmentario y por
el gran bloque de la vieja Revista de
la Administración Local. Sin embar-
go hay que tener en cuenta que los
estudios dispersos, por muy intere-
santes que sean, precisan de una sín-
tesis y de una sistematización, pro-
pia de manuales y tratados. Los ju-
ristas españoles estamos acostumbra-
dos a reflexionar desde un esquema
global y sin tal esquema los avances
puntuales pierden gran parte de su
utilidad.

Desde el punto de vista editorial
esta situación parece haber cambia-
do a raíz de la entrada en vigor de
la Ley 7/1985, Reguladora de las Ba-
ses de Régimen local. Muy poco des-
pués de la publicación de la Ley en
el «Boletín Oficial del Estado», apa-
recieron los primeros estudios sobre
la misma. Sirvan como ejemplo: El
nuevo régimen local español de Pie-
dad GARCÍA-ESCUDERO y Benigno PEN-
DAS, Praxis, Barcelona, 1985; Régimen
jurídico de la Administración Local,
de Jesús GONZÁLEZ PÉREZ, El Consul-
tor de los Ayuntamientos, Madrid,
1985; el Manual de Derecho Local, de
Francisco LLISET BORRELL, El Consul-
tor de los Ayuntamientos, Madrid,
1985; y Nuevo régimen local, de la re-
dacción del Consultor de los Ayun-
tamientos, Madrid, 1986, por citar só-
lo estudios generales. Estas obras
proporcionan, entre otras cosas por
su inmediatez, unos valiosos medios
para estudiar el nuevo régimen local
que nacía con la ley 7/1985.

Ahora caba de aparecer otro Ma-
nual de régimen local, esta vez de
la pluma de Francisco SOSA WAGNER.
gran conocedor de nuestro régimen
local, e impulsor en gran medida de

su reforma. Como es propio de un
Manual, en esta obra no se efectúa
un análisis acabado y minucioso de
tam amplia materia, sino que se nos
ofrece un estudio global de la misma,
lo que no quiere decir que sea super-
ficial o simplista, más bien todo lo
contrario, ya que a través de ella el
lector consigue una visión de con-
junto de la nueva regulación de ré-
gimen local. Para ello, se analizan
no sólo la Ley de Bases y el Texto
Refundido, sino también los nuevos
reglamentos que desarrollan la Ley
así como la más reciente doctrina del
Tribunal Constitucional. Nos encon-
tramos, por tanto, con una obra que
estudia el régimen local de hoy, tal
y como en este momento se encuen-
tra configurado por el Texto refundi-
do y los distintos reglamentos, que
respetando lo preceptuado en la Ley
7/1985, como es lógico, ofrecen una
regulación bastante más pormenori-
zada, y que hasta el momento no ha-
bía sido estudiada. Una de las ven-
tajas de la presente obra, es pues,
la gran actualidad de la información
que maneja y ofrece.

El estilo del Manual del profesor
SOSA es muy distinto al de los prime-
ros comentarios de la Ley antes ci-
tados. Lo cual se debe, en mi opinión,
no sólo a la típica mentalidad de un
universitario sino también a la cir-
cunstancia, ya aludida, de que el au-
tor ha vivido por dentro el proceso
completo de elaboración de la Ley
y presumiblemente también haya par-
ticipado en la redacción de algunos
reglamentos, al menos de los prime-
ros, antes de abandonar su puesto
de Secretario General Técnico del hoy
Ministerio para las Administraciones
Públicas. Una experiencia intransfe-
rible, reflejada en el libro, y que le
ha permitido compensar, siquiera sea
parcialmente, los conocimientos ca-
suísticos que únicamente pueden do-
minar quienes han administrado las
Corporaciones locales desde su con-
dición de funcionario de las mismas;
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autores, que como es sabido, son
quienes más se preocupan del trata-
miento de estos temas.

La publicación de este Manual no
ha sido ninguna sorpresa puesto que
en los últimos meses han aparecido
en las librerías lo que podría consi-
derarse primicias de éste (Creación,
supresión y alteración de términos
municipales, IEAL, 1987 y Las com-
petencias de las Corporaciones loca-
les, Madrid, 1986), sin contar con sus
numerosísimas conferencias, ponen-
cias y artículos de menor entidad.

Sobra comentar, por tanto, la ori-
ginalidad de este libro en cuanto a
su estilo y a la mentalidad de su
autor. Otra cosa es que se le pueda
considerar definitivo. En Derecho na-
da hay definitivo, y menos aún cuan-
do las premuras de tiempo impiden
la sedimentación de materiales. Ten-
dremos que esperar desgraciadamen-
te muchos años hasta que los estu-
dios parciales de la nueva legislación
(todavía no cerrada) permitan la gran
síntesis que el Derecho Local se me-
rece. Los autores, no podrán nunca
vencer las barreras del tiempo, y ade-
más, han de trabajar necesariamente
apoyados en el avance de quienes les
han precedido. El esfuerzo de los que
han comenzado a recorrer este largo
camino no cae, sin embargo, en el
vacío y sólo gracias a los autores
antes citados (y también de los no
citados) se ha podido escribir este
Manual, que a su vez facilitará la
tarea de quienes han de seguirle.

2. El Manual se estructura en diez
«lecciones». En la primera de ellas
(págs. 17 a 48) se efectúa un análisis
histórico que comprende desde la re-
conquista hasta la situación actual.

La lección segunda (págs. 49 a 82)
está dedicada a los principios que
informan el régimen local. Comienza
la lección estudiando la naturaleza de
las normas que lo regulan; a conti-
nuación se estudia el sistema de.fuen-

tes consagrado en el artículo 5 LBRL,
sistematizándolo y ofreciendo al lec-
tor un esquema detallado de las mis-
mas. También ocupa un lugar desta-
cado dentro de la lección la autono-
mía Local. Este concepto, que es cla-
ve para entender la nueva configura-
ción del régimen local y del que tan-
to se ha escrito, en la obra que co-
mentamos está expuesto de forma cla-
ra y sencilla, siendo así fácilmente
comprensible para un lector, que en
muchos de los casos no va a ser un
experto en la materia o no va a es-
tar necesariamente familiarizado con
la bibliografía más actualizada. Esto
resulta de vital importancia para un
Manual que, tal y como manifiesta su
propio autor (pág. 13), está pensado
para los estudiantes, los funcionarios
o aspirantes a funcionarios de las Ad-
ministraciones Locales. Igualmente se
estudian aquí los distintos tipos de
competencias locales, las relaciones
administrativas, las competencias de
desarrollo de las Comunidades Autó-
nomas y, para terminar, una clasifi-
cación de los distintos tipos de En-
tidades Locales.

La lección tercera (págs. 83 a 109)
se refiere al municipio. En ella se
estudian sus elementos —territorio,
población y organización— destacan-
do por su minuciosidad en el prime-
ro de ellos el epígrafe destinado a
la alteración de límites municipales.
También es objeto de estudio, el nom-
bre y la capitalidad, las competen-
cias y los regímenes especiales (con-
viene recordar a este propósito que
el autor, junto con DE MIGUEL, ha pu-
blicado recientemente un libro sobre
Creación, supresión y alteración de
términos municipales, IEAL, 1987).

El tema que aborda la lección cuar-
ta (pógs. 110 a 141) es la provincia.
En ella se analiza su significación
actual, la razón de ser de una institu-
ción que, en muchos casos, si se man-
tiene, no es por su propia funciona-
lidad, sino por una imposición cons-
titucional; su organización; el terri-

459



BIBLIOGRAFÍA

torio provincial (dedicando especial
atención a la problemática de los en-
claves provinciales); y por último,
sus competencias, y en particular los
planes provinciales de cooperación a
las obras y servicios de las Comuni-
dades Autónomas, analizando en este
punto la última jurisprudencia del
Tribunal Constitucional sobre un con-
cepto siempre difícil de delimitar. Sin
embargo, se echa de menos (aunque
se les haga alguna alusión), una expo-
sición más detallada de los regímenes
provinciales especiales, que constata-
se de forma más sistemática la di-
versidad de regímenes existentes.

La lección quinta (págs. 142 a 165)
tiene como objeto el estudio de las
comarcas, áreas metropolitanas y las
mancomunidades, siendo estas últi-
mas las estudiadas con más deteni-
miento.

En la lección sexta (titulada «reglas
comunes a las entidades locales», pá-
ginas 167 a 194), se analiza su fun-
cionamiento, donde se expone el ré-
gimen de sesiones, la adopción de
acuerdos, y el problema de la lengua
en aquellas entidades que pertenez-
can a una Comunidad Autónoma que
posea una lengua propia. Al estudiar
esta última cuestión, el autor pone
de manifiesto cómo por la fraudulen-
ta técnica de la corrección de erro-
res se ha producido una modificación
de lo preceptuado en el Reglamento
de Organización, Funcionamiento y
Régimen jurídico de las Corporacio-
nes Locales en esta materia. La ver-
sión originaria del artículo 86.1 de
este reglamento establecía, en efecto,
que «las convocatorias de las sesio-
nes, las órdenes del día, mociones, vo-
tos particulares, propuestas de acuer-
do y dictámenes de las Comisiones
informativas se redactarán, en todo
caso en lengua castellana. Se redacta-
rán asimismo en la lengua cooficial
en la Comunidad Autónoma a la que
pertenezca la corporación cuando así
lo exija la legislación de la Comuni-
dad Autónoma o lo acuerde la Cor-

poración». Tras «la corrección de
errores el precepto ha quedado re-
dactado de la siguiente manera: «Las
convocatorias a las sesiones, los ór-
denes del día, mociones-votos particu-
lares, propuestas de acuerdo y dictá-
menes de las Comisiones informati-
vas se redactarán en lengua castella-
na o en la lengua cooficial de la Co-
munidad Autónoma a la que perte-
nezca la entidad, conforme la legisla-
ción aplicable y a los acuerdos adop-
tados por la correspondiente Corpo-
ración». También se tratan en esta
lección las relaciones interadminis-
trativas, la impugnación de actos y
acuerdos, el estatuto de sus miem-
bros y los derechos de información
y participación ciudadana.

La lección séptima {págs. 195 a 216)
se refiere al personal al servicio de
las Administraciones Locales; en ella,
de forma sintética, pero completa, se
aborda el régimen jurídico de la fun-
ción pública local. Conviene advertir,
que el nuevo reglamento de Régimen
jurídico de los funcionarios con ha-
bilitación de carácter nacional, Real
Decreto 1174/1987 de 18 de septiem-
bre, al que no se alude por razones
cronológicas obvias, no contradice lo
dispuesto en esta lección sobre ese
particular.

Las tres lecciones restantes se de-
dican a los bienes (lección octava,
págs. 217 a 229), a los contratos (lec-
ción novena, págs. 230 a 249) y a la
intervención en la actividad de los
ciudadanos y la prestación de servi-
cios (lección décima, págs. 250 a 269).
Este último bloque de lecciones, en
el que podemos incluir también la
lección séptima, se estudian materias
que, aunque no son exclusivas de la
Administración local, sí tienen una
especial incidencia en este tipo de
Administraciones. En el caso de los
bienes no hay que olvidar que la nor-
mativa local ha sido siempre de lo
más minuciosa, y por otra parte, la
existencia de un tipo especial de bie-
nes, los comunales, por lo que resul-
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ta lógico que una de las lecciones ten-
ga como objeto el estudio de esta
materia. En la lección dedicada a los
contratos se ofrece una visión gene-
ral de lo que es la contratación admi-
nistrativa, incluyendo además las pe-
culiaridades que presenta esta insti-
tución en la Administración Local. Y
como cierre, una última lección de-
dicada a la actividad de intervención,
principios que deben regirla y medios
para llevarla a cabo; y a la presta-
ción de servicios, formas de gestión
e incidencias de las Entidades Loca-
les en la actividad económica.

Por último, es de destacar que, a
pesar de haber prescindido de las ci-
tas y notas a pie de página por su
condición de Manual, no se olvida sin
embargo de la bibliografía, seleccio-
nando al final del texto las publica-
ciones que sobre este tema han apa-
recido desde la Constitución.

Margarita BELADIEZ ROJO

TREVES, Renato: Sociología del dirit-
to. Origini, ricerche, problemi (So-
ciología del derecho. Orígenes, in-
vestigaciones, problemas), Giulio
Einaudi, Nuova Biblioteca Scienti-
fica, núm. 77, Turín. 1987, XVI +
354 págs.

1. Jurista y sociólogo italiano, na-
cido y graduado en Turín (1907-1929),
el autor ha sido catedrático universi-
tario en Universidades europeas y lati-
noamericanas. Discípulo de G. SOLA-
Ri, inicialmente profesor de filosofía
del derecho en Italia (Messina, Urbi-
no), su amor por la ciencia y la liber-
tad lo llevó a emigrar durante el ré-
gimen clerical-autoritario del fascis-
mo racista, siendo entonces (1938-
1948) ordinario en la cátedra de la
Universidad argentina de Tucumán y
profesor visitante en varias Univer-

sidades del Río de la Plata, señalada-
mente en la de Montevideo ,ésta en
tiempos del auge democrático-liberal
personificado por los profesores An-
tonio M. GROMPONE, Juan LLAMBÍAS DE
AZEVEDO y la señera figura fermental
del gran Maestro uruguayo Carlos
VAZ FERREIRA. En aquellas latitudes
se encontró con los intelectuales es-
pañoles exiliados por causa de la
guerra civil, que habían encontrado
refugio en las entonces libres tierras
de América; encuentro que el propio
TREVES ha considerado importante, no
sólo en el plano de la amistad y de
las aspiraciones comunes sino en el
de los estudios filosóficos, pues el
contacto con quienes habían recibido
la influencia del prospectivismo de
José ORTEGA Y GASSET y de la filosofía
alemana de la cultura le fue útil, pa-
ra encontrar nuevas bases para el
sostenimiento y el desarrollo del pro-
blematicismo y del historicismo, en
que se inspira la presente obra y
sus contribuciones inmediatas ante-
riores, en el campo de la sociología
del derecho, particularmente a partir
de los sesentas. De regreso a Europa,
reinició su actividad académica en
Parma, para radicarse definitivamen-
te en la Universidad de Milán desde
1948, donde es actualmente profesor
emérito, en cuya virtud se encuentra
como profesor visitante en la Univer-
sidad Autónoma de México.

2. En los largos años de su activi-
dad científica, que hoy prosigue con
admirable profundidad y lucidez in-
telectuales, en el marco de la novena
década de su fecunda vida, se ha ocu-
pado particularmente de la historia
del pensamiento político, de la filoso-
fía y de la teoría del derecho y, es-
pecialmente, de sociología y de la so-
ciología del derecho. Con sus traba-
jos en la materia del presente libro,
y también como presidente de la Aso-
ciación Italiana de las Ciencias So-
ciales (1957-64) y vicepresidente de la
Asociación Internacional de Sociolo-
gía (1962-66), ha aportado una reíe-
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vante contribución al renacimiento de
los estudios sociológicos en Italia y
a su afirmación en el concierto inter-
nacional. Sucesivamente, ha dado vi-
da e impulso a una nueva disciplina:
la sociología del derecho. Desde 1974,
funda y dirige la Revista «Sociología
del Diritto». Entre sus principales tra-
bajos, cabe señalar (todos en lengua
italiana, salvo indicación contraria)
los siguientes: La doctrina sansimo-
niana en el pensamiento italiano del
Risorgimento (1931, 2." ed., 1973), So-
ciología y Filosofía Social (1941), Be-
nedetto Croce filósofo de la libertad
(Buenos Aires, 1943), Libertad política
y verdad (Milán, 1962), Sociología del
derecho y política legislativa, a pro-
pósito de algunos escritos de A. Pod-
górecki (en «Revista Internacional de
Filosofía del Derecho, 163, págs. 745-
46), Ferdinand Toennies y la teoría
de la comunidad y de la sociedad
(«Quaderni di Sociología», 1963, pági-
nas 3-24), la direccin de la obra co-
lectiva La sociología del derecho. Pro-
blemas e investigaciones (Edizioni di
Comunitá, 2 vols-, 1966-68), «Sociolo-
fgía del Derecho» (ésta, voz para el
Novissimo Digesto, 1969), Tres concep-
ciones y una propuesta y Considera-
ciones conclusivas («Sociología del
Diritto», 1974, págs. 6 ss. y 289 ss.;
aportaciones que coinciden con ésta,
la publicación fundacional de la Re-
vista que desde entonces dirige), Jus-
ticia y jueces en la sociedad italiana

.(Barí, 1975), Consideraciones conclu-
sivas sobre el debate en torno a la
sociología del derecho («Sociología
del Diritto», 1975, 2, pág. 302), La en-
señanza sociológica del derecho (Mi-
lán, 1976), Enseñanza interdisciplina-
ria .derecho y sociología del derecho
(«Sociología del Diritto», IV, 1977, pá-
ginas 305-14), Introduzione alia socio-
logia del diritto (Turín, Guíulio Ei-
naudi, Nuova Biblioteca Scientifica,
núm. 58, 1980, 2." ed.; versión castella-
na y «Nota preliminar» de Manuel
ATIENZA, Madrid, Taurus, trad. de la
primera ed. italiana, 1978, 231 págs),

Sociología del derecho y sociología
de la idea de justicia en el pensamien-
to de Hans Kelsen («Sociología del
Diritto», 1981, 3, págs. 7-24), El renova-
do interés por el socialismo jurídico
en Italia y la reciente publicación de
un manuscrito de Gioele Solari («So-
ciología del Diritto», 1983, 3, págs. 21-
35), Riccardo Bauer, el humanitaris-
mo y el renacimiento de las ciencias
sociales («Nuova Antología», enero-
marzo 1985, págs. 82-93). Cabe final-
mente el apuntamiento de que la irra-
dación de la obra y del pensamiento
del ilustre Maestro milanés ha sido
puesta recientemente de manifiesto
por la publicación de una obra colec-
tiva de homenaje, dirigida por Uber-
to SCARPELLI y Vincenzo TOMEO, So-
ciedad: normas y valores. Estudios
en honor de Renato Treves, Milán,
1984.

3. En el volumen aquí recensio-
nado, de interés tanto para los teó-
ricos como para los prácticos del de-
recho, tanto para los sociólogos como
para los historiadores y politólogos,
el autor ofrece la primera exposición
orgánica de la sociología del dere-
cho, tal cual ha sido elaborada por
la doctrina italiana en este tercer
tercio del siglo xx. Se trata de una
exposición en la cual esta sociología
es concebida y entendida como aque-
lla disciplina que desarrolla dos ór-
denes de investigaciones diversas y
complementarias: por una parte, las
que estudian el derecho vigente me-
diante los esquemas jurídicos forma-
les y, por otra, aquellas que estudian
el derecho en el ámbito de la socie-
dad considerada en su globalidad. En
la primera parte, TREVES explica có-
mo, históricamente, las doctrinas ju-
rídicas antiformalistas han contribui-
do con un primer tipo de investiga-
ciones, cómo las doctrinas sociológi-
cas y de ciencia política han enrique-
cido una segunda perspectiva, y có-
mo estudiosos tales como WEBER,
GURVITCH y GEICER han fundado la
disciplina, desarrollando conjunta-
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mente aquellas dos diversas aproxi-
maciones de la investigación.

En la segunda parte, se pone de ma-
nifiesto cómo actualmente las inves-
tigaciones sobre el derecho «vivo»,
conducidas a través de los esquemas
jurídicos formales, son realizadas me-
diante investigaciones empíricas y có-
mo estas últimas, por su propia na-
turaleza, deben ser integradas por las
investigaciones teóricas relativas a
los problemas generales de la función
y del fin del derecho en la sociedad,
problemas que son profundizados por
el autor a partir de una concepción
relativista y~prospectivista.

Renato TREVES considera que con
este libro ha trazado un cuadro de
la sociología del derecho más defini-
do y preciso de aquél presentado, en
1980, con la segunda edición de la
antes citada Introduzione alia socio-
gia del diritto. Ello se desprende cla-
ramente, no sólo de la concepción ge-
neral de la disciplina, tal cual ve-
nimos de indicarla sintéticamente, si-
no también del análisis de los campos
de aplicación de la investigación em-
pírica, de la determinación de las re-
laciones de estas investigaciones con
la ciencia y con la filosofía del dere-
cho, así como de otras contribucio-
nes en las cuales siempre ha tenido
en consideración las transformaciones
sobrevenidas en estos últimos años.

4. Como queda indicado, el presen-
te Manual se estructura en dos par-
tes asaz equilibradas, la Primera so-
bre Orígenes de la sociología del de-
recho (págs. 3-179) y la Segunda so-
bre Investigaciones y problemas (pá-
ginas 181-339), complementadas por
prolijos índices analítico (págs. 341-
347) y onomástico (págs. 349-354). Im-
porta destacar la cuidadosa organiza-
ción pedagógica de ambas partes, con-
tentivas de cinco capítulos divididos
en, respectivamente, treinta parágra-
fos.

La Primera Parte se integra con
los cinco capítulos siguientes, cuyos

parágrafos respectivos se indican en-
tre paréntesis:

I. Los precursores (1. Relaciones
con la doctrina del derecho natural;
2. Los precedentes de Vico y MONTES-
QUIEU; 3. Dos concepciones opuestas:
SAVIGNY y BENTHAM; 4. Del naturalis-
mo al positivismo).

II. La contribución de las doctri-
nas sociológicas (5. SAINT-SIMÓN y la
sociedad industrial; 6. COMTE y la fi-
losofía positiva; 7. SPENCER y el evo-
lucionismo; 8. TOENNIES y la teoría
de la comunidad y de la sociedad;
9. DURKHEIM: solidaridad mecánica y
solidaridad orgánica; 10. GUMPLOWICZ
y la concepción conflictiva del dere-
cho; 11. OPPENHEIMER y la relación
entre economía y derecho).

III. La contribución de las doctri-
nas políticas (12. La concepción mar-
xista del derecho y la lucha de clase;
13. ENGELS y el origen de la familia,
de la propiedad y del Estado; 14. LA-
SSALLE y la sociología del derecho na-
tural; 15. El movimiento del socialis-
mo jurídico; 16. RENNER y la función
social del derecho privado; 17. LENIN
y las concepciones de los juristas so-
viéticos; 18. La critica al leninismo
y el humanismo socialista de R.
MONDOLFO).

IV. La contribución de las ciencias
jurídicas (19. JHERING y el fin del de-
recho; 20. KlRCHMANN, KANTOROWICZ
y el derecho libre; 21. EHRLICH y el
derecho «viviente»; 22. GÉNY y la libre
investigación científica del derecho;
23. DUGUIT y el derecho como regla
de la vida social; 24. Las teorías de
la institutción y de la fundación; 25.
El idealismo italiano y la experiencia
jurídica; 26. HOLMES, POUND y el rea-
lismo angloamericano; 27. El institu-
cionalismo y las investigaciones em-
píricas).

V. La fundación de la sociología
del derecho (28. Max WEBER: vida,
obras, conceptos sociológicos, econó-
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micos y jurídicos; 29. Georges GuR-
VITCH : vida, obras, vinculación con
sus predecesores, ideas fundamenta-
les, contrucción de la disciplina y de-
sarrollos ulteriores; 30. Theodor GEI-
GER: vida, obras, investigación y es-
critos teóricos, los estudios prelimi-
nares de sociología del derecho, el
iluminismo crítico).

La Segunda Parte se integra con
otros cinco capítulos, cuyos parágra-
fos se indican igualmente a continua-
ción:

VI. El desarrollo de las investiga-
ciones empíricas (31. La sociología
empírica en la postguerra; 32. Las in-
vestigaciones sociológicas del derecho
en los diversos países; 33. Las inves-
tigaciones sociológicas del derecho en
Italia; 34. Sociología empírica del de-
recho y ciencia jurídica).

VIL Los métodos (35. La docu-
mentación; 36. La encuesta; 37. La
informática; 38. Los juristas y los so-
ciólogos en la investigación; 39. Los
juicios de valor en la investigación).

VIII. Los campos de aplicación
(40. La subdivisión de las investiga-
ciones; 41. La producción de las nor-
mas; 42. La actuación de las normas;
43. La no actuación de las normas;
44. Los jueces y la administración de
la justicia; 45. Los abogados y la éti-
ca profesional; 46. Otros operadores
del derecho; 47. El encuentro de sis-
temas jurídicos diversos; 48. La com-
posición de las diferencias litigiosas;
49. Investigaciones sobre las opinio-
nes del público).

IX. La junción del derecho (50.
BOBBÍO: estructura y función del de-
recho; 51. PARSONS y el estructural-
funcionalismo; 52 Los desarrollos del
estructural-funcionalismo; 53. FRIED-
MAN y el sistema jurídico; 54. El fun-
cionalismo estructural de LUHMANN;
55. La crítica a las concepciones fun-
cionales de la sociedad).

X. El fin del derecho (56. La co-
nexión entre funciones y fines del de-
recho; 57. Hacia una orientación ideo-
lógica, relativa a los fines del dere-
cho; 58. La crisis del Estado social;
59. Los valores de la libertad y del
socialismo; 60. Del relativismo al
prospectivismo).

5. La simple lectura del temario
que viene de esbozarse confirma la
riqueza inusitada y las sutiles mati-
zaciones contenidas en este volumen
que ciertamente desbordará su obje-
tivo inicial de «Manual» para estu-
diantes, constituyéndose en una he-
rramienta insustituible, de criterios e
información, para todos los intere-
sados en una disciplina quizá joven
pero ciertamente cada vez más indis-
pensable, en los planes de estudio de
las Facultades de derecho, cuyos cur-
sos pretendan ser algo más que la
simple glosa, aventajada pero defor-
mante, de las rígidas y casi siempre
anticuadas parrafadas del derecho po-
sitivo vigente.

En efecto, la «rusticidad» de la
presentación y la modestia (págs. XI-
XII) del propósito no logran ocultar
la profundidad del conocimiento y
la serenidad del equilibrio concep-
tual que presiden estos desarrollos.
Por momentos demasiado ecléctico,
siempre creativo aunque matizando
sus constantes aperturas merced a
las ricas y ciertamente dolorosas ex-
periencias (no sólo del período ita-
liano del fascismo formal, sino de la
actual crisis de la administración
prestacional, asediada en el cumpli-
miento de los cometidos del Poder
Público por las presentes dificulta-
des de la gobernabilidad de las de-
mocracias, tanto marxistas como ca-
pitalistas) acumuladas durante más
de medio siglo en la búsqueda de
una concreción del siempre fascinan-
te horizonte del socialismo liberal
(pág. 334); la lectura de esta pequeña
pero auténtica obra del maestro ita-
liano implica una apertura multidisci-
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plinaria, pero fundamentalmente po-
livalente en lo cultural y en lo huma-
no, que reivindica una vez más esa
riqueza, proteica y de aliento pla-
netario, que tan certeramente han
destacado, para los actuales herede-
ros de Roma y de Florencia, espíritus
tan selectos y exigentes como Eduar-
do J. COUTURE y Eduardo GARCÍA DE
ENTERRÍA.

En este último sentido, intentare-
mos apuntar seguidamente algunos
puntos y subtemas que han cautiva-
do particularmente nuestra atención,
en esta primera lectura de un libro
que ciertamente nos merecerá otras.

Así, a simple título de ejemplo de
los interesantísimos desarrollos y cri-
terios de este libro, señalaremos en-
tre otros: los presupuestos metodo-
lógicos, la interdisciplinariedad, el en-
trelazamiento de individualidad y so-
lidaridad, las doctrinas de la institu-
ción y del ordenamiento jurídico, la
crisis del Estado contemporáneo y
los peligros del «empirismo abstrac-
to», la aportación de la reciente doc-
trina angloamericana, la nueva ima-
gen del derecho en su misión promo-
tora, el sistema jurídico en cuanto
sistema de racionamiento de bienes
y servicios, la crisis de la gobernabi-
lidad, la importancia del derecho an-
te los modelos liberales de sociedad,
la refutación del estructuralismo fun-
cionalista y la transformación de una
sociología reflexiva en una sociología
radical, cautivadoramente vinculable
con el liberalismo social mexicano.

6. Los presupuestos metodológicos,
antidogmáticos y críticos, de que
arranca TREVES, le llevan a desechar
—como fundadamente ha señalado
Manuel ATIENZA, en la indicada Nota
preliminar de la edición española, de
hace ya una década— la posibilidad
de dar una definición escolástica de
la sociología del derecho, limitándose
a indicar como objeto central de es-
tudio de la misma las relaciones exis-
tentes entre derecho y sociedad.

En este contexto, y sin perjuicio

de una exposición notable por su ob-
jetividad, el parteaguas que opone a
quienes conceptúan al derecho como
variable independiente respecto de la
sociedad (WEBER, AUSTIN O KELSEN),
o como una típica variable dependien-
te (los padres fundadores de la so-
ciología, pero también juristas tan
eminentes como EHRLICH, GIERKE,
DUGUIT, HAURIOU, SANTI ROMANO y
GURVITCH) de la estructura social, lle-
va en verdad muy delicadamente al
lector hacia esta última postura, a
pesar del respeto que merezcan la
primera y algunos de sus defenso-
res.

En este último sentido, sin perjui-
cio de una tenaz reafirmación de la
interdisciplinariedad de la materia
(pág. 218), merecen destacarse los de-
sarrollos dedicados a algunos auto-
res, no siempre felizmente presentes
en su plenitud en las actuales gene-
raciones de juristas y sociólogos de
Nuestra América.

7. Así, la vinculación con Fran-
£ois GÉNY del pensamiento de León
DUGUIT (1859-1928), establece la con-
sideración de la ciencia jurídica como
una ciencia social y afirma que, para
el estudio del fenómeno jurídico, es
menester ante todo prestar atención
a uno de los problemas capitales de
nuestro tiempo, el problema de la
solidaridad social, considerado por la
escuela de Burdeos como decisivo en
el estudio tanto de la sociología co-
mo del derecho. En todas las formas
de agrupaciones humanas existe una
única realidad, la persona humana,
es decir, la conciencia y la voluntad
del individuo: esta individualidad se
nos presenta tanto más viva y activa
cuanto más coherente, complejo y
comprensivo es el grupo social en
cuestión. El entrelazamiento entre la
individualidad y la sociabilidad permi-
te deducir la regla general de conduc-
ta en la vida social:

«No hacer nada que disminuya la
solidaridad social, en sus diversas ma-
nifestaciones de satisfacción de las
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necesidades comunes mediante la vi-
da en común y el intercambio de
servicios derivados de la división del
trabajo; hacer todo lo posible para
acrecentar la solidaridad social en
todas sus formas.»

En la versión aquí expuesta del
pensamiento de DUGUIT, el derecho
es una regla de la vida social cuya
existencia constata el legislador po-
sitivo asegurando su observancia: re-
chaza así a quienes conciben el dere-
cho subjetivo como una cualidad in-
herente a la persona humana como
tal, independientemente de la socie-
dad, con lo cual se aleja igualmente
del principio de la estatalidad del de-
recho, puesto que «La persona hu-
mana ha concebido al derecho an-
tes de concebir al Estado, y no al
Estado antes de concebir al derecho.
La noción del derecho, tanto objetivo
como subjetivo, es por ello anterior
y superior a la noción del Estado».
A ello, añade el Maestro italiano una
cita no por clásica menos fundamen-
tal para todo el pensamiento del si-
glo xx:

«El Estado no es sino el producto
de una diferenciación natural... entre
seres humanos de un mismo grupo,
de donde se deriva el llamado Poder
Público, que en modo alguno puede
ser legitimado mediante su origen,
sino únicamente por los servicios que
presta de conformidad con la regla
de derecho» (págs. 120-124).

8. Similar atención merecen los de-
sarrollos dedicados a la teoría de la
institución y de la fundación, máxi-
me que nuestro autor, particularmen-
te al día en los recientes desarrollos
que la sociología del derecho viene de-
dicando a Maurice HAURIOU (1856-
1929), documenta su texto con remi-
siones de excepcional actualidad (pá-
gina 126, n. 4).

Cabe recordar de entrada que el
propio Maurice HAURIOU forjó a fi-
nes del siglo xix la noción de «servi-
cio público», en mérito a la cual tan
intensamente sería posteriormente

criticado por el propio León DUGUIT
(cfr. la contribución clásica de Jean
RIVERO en las Mélartges Achule Mes-
tre, 1956). Sus reflexiones posteriores
lo llevaron empero a rechazar la pos-
tura de su formidable contradictor,
que él calificó de subjetivista, en
cuanto concebiría «las reglas de dere-
cho como voliciones subjetivas del
Estado». Rechazando además la im-
portancia asignada a la regla de de-
recho como puntal del ordenamiento
jurídico objetivo, HAURIOU afirmó
que «el verdadero elemento objetivo
del sistema jurídico es la institu-
ción», puesto que «son las institu-
ciones quienes forjan las reglas del
derecho y no tales reglas quienes for-
jan las instituciones» {pág. 124).

Más allá de ciertas reservas que
este planteamiento merece a nuestro
autor, importa destacar la vinculación
que expone entre el pensador fran-
cés y la doctrina del ordenamiento
jurídico forjada por SANTI ROMANO
(1875-1947). El ordenamiento jurídico
constituye un «todo viviente» que
comprende además de la norma, una
voluntad, una potestad, una fuerza
que emite la norma y se identifica
además con la institución entendida
como «ente, o cuerpo social». Para
TREVES, la teoría de ROMANO es tam-
bién sociológica en cuanto afirma el
principio de la pluralidad de los or-
denamientos jurídicos, que patentiza
la progresiva emancipación y autono-
mía frente al Estado de grupos so-
ciales otrora englobados en su órbi-
ta; en otros términos, ponen de ma-
nifiesto la llamada crisis del Estado
moderno, llegando nuestro autor a
vincularla con las enseñanzas de
GIERKE en su célebre teoría de la
Genossenschaft (págs. 127-128 y n. 8).

9. El tema de la crisis del Estado
contemporáneo plantea, reiterada-
mente (págs. XIV, 225-226, 330), la exi-
gencia de defender los derechos hu-
manos en la actual crisis del Estado
social para alcanzar así, siguiendo a
la valiosa aportación de la doctrina
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iusfilosófica española encabezada por
Elias DÍAZ, los fundamentos «para
una recuperación de la legitimidad
democrática». En efecto, este Manual
no pretende ser ajeno al envite plan-
teado por las muy divergentes doctri-
nas que expone con admirable obje-
tividad. Inclusive respecto de los de-
sarrollos de la investigación empíri-
ca, dominantes después de la segun-
da guerra mundial, no puede olvidar-
se que «los juicios de valor están
siempre presentes, no sólo en la men-
te y en el espíritu del investigador,
sino también en el objeto de la in-
vestigación misma. Este objeto está
constituido en verdad por las opi-
niones, reacciones, comportamientos
que provienen, por un lado, del pú-
blico genérico que se encuentra fren-
te a reglas emitidas, instituciones rea-
lizadas, roles cumplidos y, por el
otro lado, de los prácticos del dere-
cho que emiten o interpretan reglas,
que hacen funcionar, instituciones y
cumplir aquellos roles. Opiniones,
reacciones, comportamientos, son
siempre la expresión de valoraciones
reveladoras de aquel derecho que se
manifiesta en los hechos y no en las
palabras, de aquel derecho "viviente",
latente, o en formación y que es el
objeto específico de nuestra disci-
plina».

Concordantemente, este volumen
nos pone en guardia contra los sos-
tenedores del «empirismo abstracto»,
que se ocupan de los problemas fá-
cilmente reductibles a procedimien-
tos estadísticos y que presumen de
su objetividad sin darse cuenta de
que —estando escasamente motivados
y ocupándose de investigaciones bas-
tante costosas— terminan poniéndo-
se al servicio de las grandes empre-
sas, de la burocracia, de los centros
de poder y siendo así menos obje-
tivos que otros estudiosos; como sur-
ge de una pequeña obra capital
aquí justificadamente muy citada
(C. WRIGHT MILLS, La imaginación so-
ciológica, ciudad de México. Fondo

de Cultura Económica, 1970, 240 pá-
ginas), TREVES reconoce la importan-
cia de las contribuciones del estruc-
tural - funcionalismo, pero comparte
las objeciones de la sociología crítica
que considera a tales doctrinas como
excesivamente abstractas y tenden-
cialmente conservadoras. Comparte
igualmente el recurso a la «imagina-
ción sociológica» que ayuda al indi-
viduo a comprender su propia ex-
periencia y a evaluar su propio des-
tino, y que también lo ayuda a su-
perar la crisis de las ideologías sin
olvidar que

«la promesa moral e intelectual de
las ciencias sociales es que liber-
tad y razón seguirán siendo valo-
res de predilección y que nos val-
dremos de ellos seriamente, con-
cretamente, imaginativamente, en
la formulación de los problemas»
(pág. XIV).

En esta defensa de la libertad, co-
mo uno de los valores capitales a sus-
tentar por la moderna teoría socioló-
gica del derecho, este libro se apoya
decisivamente en algunas contribu-
ciones recientes de la doctrina anglo-
americana (John RAWLS, Robert No-
ZICK y Ronald DWORKIN, págs. 330-
334). Sin pretensiones absolutas de
inmutabilidad, interesa la individua-
lización del principio de la justicia en
RAWLS, consistente en «individualizar
la manera cómo las mayores institu-
ciones sociales distribuyen los dere-
chos y los deberes fundamentales y
determinan las subdivisiones de los
beneficios de la cooperación social»
(A Theory of Justice, Harvard Uni-
versity Press, 1971; trad. italiana, Mi-
lán, 1983). Importa destacar que
RAWLS concluye afirmando que

«todos los bienes sociales princi-
pales —libertad y oportunidad, in-
greso y riqueza, y las bases para
el respeto de sí mismo— deben
ser distribuidos en forma igualita-
ria, a menos que una distribución
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desigual de uno o más de estos
bienes sea ventajosa para los más
desposeídos» (págs. 331-332).

10. La disciplina aquí presentada
se autodefine como una sociología
del derecho «crítica», no sólo por el
indicado sesgo determinado por algu-
nos autores radicales de la actual co-
rriente sociológica angloamericana, si-
no muy concretamente, en el sentido
clásico del vocablo «crítico» (páginas
XIV-XV) ,en cuanto a dirección del
pensamiento que opone al espíritu
dogmático aquel espíritu que conduce
al hombre de ciencia y de cultura al
rechazo, por un lado, «de toda ver-
dad dogmáticamente impuesta y, por
otro lado, a no considerar como defi-
nitivos e irrefutables los resultados
de la propia investigación, mantenién-
dose siempre receptivo a toda crítica
y a toda teoría distintas de las pro-
pias, cuando la misma esté sólida-
mente fundamentada y rigurosamen-
te demostrada», como sostuviera el
Maestro italiano en su ensayo de
1954 sobre Espíritu critico y espíritu
dogmático. De esta manera, tenemos
una sociología crítica del derecho la
cual, como afirman los defensores del
relativismo y del prospectivismo, re-
reconoce el valor y la importancia de
las ideologías entendidas como pro-
gramas para la acción, y excluye co-
mo falsas aquellas ideologías que pre-
tenden ser las únicas verdaderas. Y
ante esta pretensión propia del espí-
ritu dogmático, aprovecha la oportu-
nidad para una invocación a aquel
«iluminismo crítico» que en algunos
casos permitiría la atenuación y co-
rrección del relativismo y del pros-
pectivismo propiamente dichos (ibi-
dem).

11. Las premisas relativas a la mi-
sión promotora del derecho, siguien-
do a N. BOBBIO, Dalla struttura alia
funzione. Nuavi studi di teoría del di-
ritto (De la estructura a la función.
Nuevos estudios de teoría del dere-
cho), Milán, 1977, examinan el tema

del tránsito del Estado liberal clási-
co al Estado social y asistencial (pá-
ginas 290 y ss.). El empleo siempre
más difuso de las técnicas de fomen-
to, combinadas con, o sustitutivas de,
aquella tradicional del desestímulo,
preside el tránsito anotado y provo-
ca, al mismo tiempo, el crepúsculo
de la imagen tradicional del derecho,
como ordenamiento protector-represi-
vo, y el surgimiento de la nueva ima-
gen del ordenamiento jurídico pro-
motor, misión que se nos aparece
como inequívoca a través del con-
de la Constitución italiana de 1947
en los cuales se utiliza el verbo «pro-
mover» o similares. Insistiendo en
esta argumentación, para responder a
las exigencias del Estado social o
asistencial, para el cual el derecho
no debería únicamente desempeñar la
misión protectora sino también la
promotora, se debe acumular «a la
utilización casi exclusiva de las san-
ciones negativas que constituyen la
técnica específica de la represión...
una utilización, no importa que toda-
vía limitada, de sanciones positivas,
que den vida a una técnica de esti-
mulación y de impulsión de los ac-
tos considerados socialmente útiles,
así como a la represión de los actos
considerados socialmente nocivos».

12. Concordantemente y siguiendo
la aportación del profesor angloame-
ricano Lawrence M. FRIEDMAN, de la
Universidad de Stanford (págs. 304 y
ss.), el derecho es un sistema de «alo-
caciones» de bienes y servicios por
lo cual, dado que los bienes y los
servicios son escasos, las decisiones
y las opciones jurídicas respectivas
son, por su propia naturaleza, deci-
siones y opciones económicas {The le-
gal system. A social science perspec-
tive, Nueva York, 1965). De este mo-
do y en este sentido, el sistema jurí-
dico es «un sistema de racionamien-
to. Lo que el sistema jurídico realiza,
y lo que él es, refleja la distribución
del poder en la sociedad: quién se
encuentra en el vértice, quién se en-
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cuentra en la base; además, el dere-
cho provee a que esta estructura so-
cial permanezca estable, o cambie so-
lamente en las maneras aprobadas y
previstas. El sistema emite órdenes,
atribuye beneficios y dice a la gente
aquello que puede y aquello que no
puede hacer; en todo caso, la norma
de derecho se ejecuta y cumple la op-
ción normativa respecto de quien de-
be tener, u obtener, o mantener algu-
nos bienes» (pág. 306).

13. El marco histórico contempo-
ráneo de todas estas consideraciones
se halla en la crisis del Estado social,
cuyo signo más evidente, para TRE-
VES (pág. 328), está constituido por el
debilitamiento de la imagen del Es-
tado soberano, emisor de leyes y ti-
tular del monopolio de la fuerza pa-
ra hacerlas respetar. Surge así la ima-
gen pluralista y policéntrica de un Es-
tado que cumple la misión del me-
diador, del garante y a veces del sim-
ple espectador de las contiendas en-
tre grupos, económicos y sociales,
incluso más fuertes que el propio Es-
tado. Este fenómeno coincide sustan-
cialmente con el de la llamada «pri-
vatización de lo público». Fenómeno
por el cual, en nuestros días, «las re-
laciones de tipo contractual, caracte-
rísticas de las relaciones privadas, ya
no se encuentran relegadas a la es-
fera inferior de las relaciones entre
individuos y grupos menores, sino
que han sido elevadas al estadio su-
perior de las relaciones políticamen-
te relevantes». Estos conceptos, adop-
tados por N. BOBBIO (Stato, governo,
societá, Turín, 1985), se ejemplifican
en las relaciones «entre grandes or-
ganizaciones sindicales, para la for-
mación y renovación de los contratos
colectivos, y en las relaciones entre
los partidos...» (pág. 329).

14. La crisis de la gobernabilidad
constituye coetáneamente otra grave
preocupación de toda sociología con-
temporánea del derecho público, a la
cual no ha sido indiferente la doctri-

na italiana aquí asumida: C. DONÓLO
y F. FICHERA, II governo debole (El
gobierno débil), Barí, 1981; GALLINO,
Della ingovernabilitá (De la ingober-
nabilidad), en la obra colectiva edita-
da por G. Statera, Consenso e con-
fíitto nella societá contemporánea
(Consenso y conflicto en la sociedad
contemporánea), Milán, 1982. Estamos
ante la incapacidad de dar una res-
puesta adecuada a las demandas que
la sociedad plantea, de manera siem-
pre más intensa y urgente, a los ór-
ganos del poder. Crisis debida, por
una parte, a la creciente complejidad
social, el ahondamiento de las con-
tradicciones del capitalismo, al debi-
litamiento del consenso por parte de
los ciudadanos y a la afirmación de
nuevos sujetos y movimientos políti-
cos. Crisis, por otro lado, debida a
que le poder está paralizado por la
lentitud de los procedimientos y su-
mergido por leyes cada vez más nu-
merosas, emitidas sin disponer de las
estructuras idóneas para aplicarlas e
inclusive para hacerlas conocer. Esta
crisis se integra igualmente con la
creciente apatía política y la crisis
de los partidos, debida a múltiples
factores: por un lado, la disminución
del voto «por convicción», emitido
con base en la opinión de la validez
de las ideas sostenidas por un deter-
minado partido y el aumento del voto
«de intercambio», dado para obtener
favores y la satiesfacción de intere-
ses, acordes con las reglas del mer-
cado; por otro lado, la indiferencia-
ción cada vez más evidente entre los
programas de los partidos, derivada
del fenómeno general de la decaden-
cia de las ideologías y de la dismi-
nución de la capacidad de los propios
partidos, para articular la voluntad
de los electores y contribuir a la si-
multánea formación de ésta (pági-
na 329).

15. Algunas precisiones de este vo-
lumen resultan sugestivas, en el mar-
co de las instituciones políticas latino-
americanas del último tercio del si-
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glo xx, particularmente las que vincu-
lan la vigencia efectiva del derecho
con las características de una socie-
dad auténticamente liberal y pluralis-
ta, en la línea igualmente admirable
que acaba de desarrollar magistral-
mente Enrique Pedro HABA, en su do-
cumentado y polémico Tratado bási-
co de los derechos humanos, San Jo-
sé de Costa Rica: Ed. Juricentro, 3
vols., 1986-1987.

La importancia del derecho, en la
regulación eficaz de las relaciones en-
tre las personas, y entre éstas y las
instituciones colectivas tanto públicas
como privadas, únicamente adquiere
su sentido en un tipo de sociedad li-
beral y pluralista (pág. 299). El dere-
cho tiene «su más fuerte posición en
una sociedad en la que coexisten nu-
merosas y variadas especies de inte-
reses que deben ser balanceados el
uno contra el otro y que deben, de
cualquier manera, tener cuenta el
uno del otro». En los hechos, es im-
posible dejar de lado que «en un
tipo de sociedad totalitaria, que tie-
ne gran premura en la sistematiza-
ción de algunos conflictos generales
y fundamentales del campo político,
el derecho tiende a ser ninguneado».

16. En este contexto, una muy
pertinente y fundada refutación del
estructuralismo funcionalista (pági-
nas 293-94), que converge con la adop-
tada por la doctrina latinoamericana
(cfr. León CORTIÑAS-PELÁEZ, Las cien-
cias administrativas en América La-
tina, Caracas, 1972, numerales 46-52,
págs. 88-99), rechaza secamente la
utopía angloamericana del equilibrio
e igualdad automáticos de la socie-
dad, deplora la oscuridad y el lengua-
je confuso y retorcido de Talcott PAR-
SONS (págs. 293 y ss.) y critica su
formalismo y abstracción los cuales,
por un lado, impiden descender de
la suprema generalidad a las discusio-
nes históricas y estructurales de los
problemas sociales concretos y, por
otra parte, privan de la formulación

eficaz de la idea de conflicto o de la
imaginación de antagonismos estruc-
turales, rebeliones o revoluciones de
variado género; por lo demás, denun-
cia el conservadurismo que lleva a
concluir que todo poder es virtual-
mente legítimo y que en el sistema
social «el mantenimiento de la com-
plementarieadad de las expectativas
de rotación, una vez establecido, no
es problemático» y no requiere de
ningún mecanismo construido especí-
ficamente para este fin.

Esta crítica se completa y enrique-
ce con una parte constructiva en la
cual, invocando a Wright MILLS, se
afirma la necesidad de una imagina-
ción sociológica, esto es «de una cua-
lidad de la mente que ayude a ser-
virse de la información y a desarro-
llar la razón para lograr una lúcida
síntesis de lo que sucede y puede su-
ceder en el mundo» (pág. 314). No
hay estudioso del hombre y de la so-
ciedad que no acepte y asuma en su
trabajo el imperio de decisiones mo-
rales y políticas: éstas deben encon-
trar su orientación ideológica en el
«liberalismo, que considera a la li-
bertad y a la razón como los hechos
supremos del individuo» y en el «mar-
xismo, que considera a la libertad y
a la razón como los hechos supre-
mos del papel del hombre en la cons-
trucción política de la historia». Se
habla de la crisis de estas orientacio-
nes ideológicas: una crisis por la cual
el liberalismo puede ser reducido «a
un modo banal e inconsistente de en-
mascaramiento de la realidad social»
y el marxismo «al papel de una más-
cara retórica en defensa de los abu-
sos burocráticos». Sin embargo, la
superación de esta crisis radica en
no olvidar que, como se anticipa des-
de la introducción misma del libro,
«la promesa moral e intelectual de
las ciencias sociales consiste en que
la libertad y la razón seguirán sien-
do valores predilectos y que nos ser-
viremos de ellos con seriedad, con-
cretamente, imaginativamente, en la
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formulación de los problemas» (pági-
na 315).

17. Las exigencias de una sociolo-
gía reflexiva implican unificar, en
las investigaciones mismas, la crítica
del orden social existente y de las es-
tructuras de poder que lo sostienen,
con la formulación de modelos nue-
vos y mejores de sociedad. Una so-
ciología reflexiva debe también ser
una sociología radical, es decir, una
sociología que se propone no sólo el
conocimiento sino la transformación
del mundo desconocido, que no se
encuentra únicamente fuera sino tam-
bién dentro de nosotros mismos: esta
sociología no depende solamente de
las «críticas elitistas de la cultura de
masas o de los males de la televisión
o inclusive de las opciones de políti-
ca externa o interna del gobierno»
sino que depende también «de su ha-
bilidad para resistir a todas las de-
finiciones meramente autoritarias de
la realidad y se expresa, en su forma
más auténtica, en las resistencias a
las pretensiones irracionales de aque-
llas autoridades con las cuales trata-
mos cotidianamente» (págs. 315-316).

La claridad, la universalidad y la
nobleza científicas y pedagógicas de
esta contribución de Renato TREVES,
podría sntetizarse en unas palabras
que parecen recoger el pensamiento
de los liberales mexicanos avanzados
del Constituyente de 1856-57 —pensa-
mos en Castillo VELASCO, OLVERA y
Ponciano ARRIAGA— que se identifica-
rían plenamente con los conceptos
aquí (pág. 317) citados de DAHREN-
DORF:

«El liberalismo puede ser una fuer-
za eficaz en la sociedad de hoy y de
mañana únicamente si, a la defensa
de las reglas del juego, añade la lu-
cha por el mejoramiento concreto de
la sociedad humana (...). No un ideal
de sociedad perfecta, sino un valor
a defender (...) aunque sólo quede
un hombre para defenderlo, un ideal

que no se presenta como una utopía,
sino sencillamente como una ética po-
lítica.»

León CORTIÑAS-PELÁEZ

VARIOS AUTORES: LOS economistas y
el sistema fiscal (Reforma de la le-
gislación vigente y régimen de la fi-
gura del asesor fiscal). Edita Con-
sejo General del Colegio de Econo-
mistas de España. Madrid, 1985, 339
páginas.

Aunque la obra —resultado y fru-
to final de unas jornadas profesiona-
les sobre Los economistas y el régi-
men fiscal— parece en principio diri-
gida a los economistas, sin embargo
tanto por el subtítulo como por el
contenido de bastantes de sus traba-
jos, estamos, salvo excepciones, ante
un producto intelectual elaborado y
dirigido también y con especial én-
fasis a los juristas, cualquiera que
sea su especialidad y, sobre todo, a
los conectados con el mundo del De-
recho Económico y Administrativo.
Resaltable en él es la crítica generali-
zada a las normas jurídicas tributa-
rias, lo que es interesante subrayar
en este momento en donde críticas
semejantes se han universalizado con
las últimas medidas, coincidiendo si-
multáneamente con el determinado
momento histórico de las declaracio-
nes personales sobre la Renta.

El mundo tributario a pesar de
los numerosos estudios que ha ido
generando y sobre todo de su extre-
ma juridificación que la doctrina ita-
liana, singularmente BERLIRI, ha lle-
vado a cabo, se sigue viendo en un
terreno de tanta praxis, que el me-
nor signo crítico, a modo de balance,
es causa de sorpresa, mucho más si
procede de profesionales expertos en
él,' como ocurre en el presente caso,
donde la mayoría de los ponentes
cuenta con un destacado palmares
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en la especialidad fiscal, por lo que
cualquiera de sus comentarios tiene
un alto valor de denuncia formal y
material.

Es curioso contrastar la técnica de
Penélope que en este campo como
en otros tiene nuestro sistema jurídi-
co, en donde garantías y contra ga-
rantías, recursos y contra recursos,
medidas y contramedidas, van for-
mando tan intrincado complejo nor-
mativo que al final la casa se en-
cuentra por limpiar y falta de arre-
glo, surgiendo posturas radicales que
optan por soluciones antagónicas, de-
jando a los sujetos pasivos, denomi-
nación en este caso tan utilizada y
que a pocos les ha llamado la aten-
ción sobre su significado jurídico,
tan denigrante por su parentesco con
el servilismo medieval, y tan incom-
patible con la condición ciudadana
de nuestros días, en el más absluto
de los yermos, sin capacidad poten-
cial para la defensa ni para la orga-
nización de su reacción. Los que de-
fienden posturas «oficiales» se esfuer-
zan por demostrar que el Fisco es
el más respetuoso cliente del dere-
cho; los que militan en el sector pri-
vado, arremeten sin cesar contra nor-
mas y prácticas, extensión tentacular
de aquellas que prueban la voracidad
ilimitada de un Tesoro que necesita
como sea llenar sus arcas. Por eso
la lectura de cualquier artículo, tra-
bajo o comentario, ha de hacerse
desde esta perspectiva, lo que añade
cierta connotación «política» a los
escritores, a quien en trabajos como
el que comentamos es preciso saber
quién es quién para aprehender todo
lo que se dice y escribe, siendo su
sentido más amplio que el reducido
del texto preparado.

Con estas cautelas y equipaje, ya
desde el comienzo, el prólogo de AL-
BIÑANA nos pone en alerta sobre alas
actitudes» que los trabajos que con-
figuran el libro nos van a ir mostran-
do, dando por nuestra parte un matiz
irónico a la crítica semántica que se

hace sobre los propios términos de
la legislación objeto del comentario,
como es el que ha motivado la últi-
ma revisión de la Ley General Tribu-
taria, que ha colocado al contribuyen-
te en una situación tan de desamparo
jurídico que en determinados ámbi-
tos se ha juzgado de singular des-
equilibrio y discriminación entre los
miembros de la sociedad (1).

Procedimiento tributario
y régimen sancionador

Nosotros vamos a fijarnos especial-
mente en la primera parte de la obra
que con el título Procedimiento tri-
butario y régimen sancionador enfo-
ca con criterios jurídicos el tema
siempre tan actual de las garantías
de los contribuyentes. Cualquier ad-
ministrativista ha suscrito con ante-
rioridad muchas de las críticas que
aquí aparecen sobre la relación de
ambos términos, que no obstante tie-
nen en este campo mayor fuerza por
la especial connotación económica
que tiene todo el proceso tributario.
El profesor BAJO FERNANDEZ, con ex-
presiones contundentes subraya la in-
congruencia de los actuales postula-
dos constitucionales con la vigencia
todavía de fórmulas en cierta me-
dida vejatorias para ellos, que con-
tinúan tanto por razones de inercia
como por cuanto la Administración
no ha sido capaz de privarse de es-
tos recursos jurídicos sui generis, que
la siguen colocando en una situación
privilegiada (la Ley de Régimen Ju-
rídico de la Administración del Esta-

(1) Los medios de comunicación so-
cial normalmente se hacen eco de este
malestar a través de las espontáneas car-
tas de sus lectores a los directores de
tales medios; entre ellas destacamos la
publicada en el «ABC» del 24-6-1987. Hay
que señalar que esta última reforma de
la Ley General Tributaria ha traído ríos
de tinta, de tonos evidentemente fuer-
tes, en contra de la pérdida que repre-
senta de garantías jurídicas.

472



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

do, en su mayor parte, sigue siendo
la misma que la que fue aprobada
en la llamada época tecnocrática del
anterior régimen y, por tanto, todos
los poderes y competencias allí reco-
nocidos tienen un plus identificativo
con dicho régimen). A su juicio, la
persistencia de los citados privilegios
obedece a la desconfianza que secu-
larmente se ha tenido por nuestras
autoridades de la Administración de
Justicia, reforzando sus propios pro-
cedimientos sancionadores por enci-
ma de los tecnicismos y procedimien-
tos más asépticos, imparciales y equi-
tativos, como serían los del proceso
sin más contra los administrados ba-
jo condición de contribuyentes, con
la remisión a esos recursos y en un
régimen de mayor igualdad jurídica
con los administrados.

Alejandro ARRÁEZ formula lo que
para nosotros es la más fuerte crí-
tica leída sobre la Inspección de Ha-
cienda, al ser hecha por el que co-
mo, vulgarmente se dice, ha sido co-
cinero antes que fraile, pues su mis-
ma condición de Inspector incide so-
bre el mayor valor de las observacio-
nes críticas que formula a la refor-
ma y a la misma legalidad de toda la
Inspección Tributaria; destacamos la
arrogancia, por utilizar una expresión
tan en boga, que ésta tiene en sus
actuaciones, en base a una matizada
por no decir inexistente, responsabi-
lidad que, según sus palabras, se de-
be a «la falta de control previo de
la actuación inspectora por parte de
la superioridad en la ausencia de un
sistema de garantías previas al con-
tribuyente», proponiendo entre otras
medidas prácticas y más justas una
mayor fundamentación de las liqui-
daciones tributarias, junto con un sis-
tema de control previo que evite cual-
quier indefensión de los particulares
ya que «todos los países que consi-
guieron un alto grado de cumplimien-
to voluntario en la imposición basa-
ron su actuación en la ausencia de
todo privilegio para la Administración

tributaria». Junto con un mayor re-
lieve sobre una más adecuada poten-
ciación de la función asesora de la
Inspección, se sugiere una mayor co-
laboración de los particulares y gru-
pos sociales ante cualquier medida
de revisión legislativa, para un ma-
yor conocimiento por parte de los
mismos organismos públicos de la
realidad social y económica existen-
te (2).

El examen de la última reforma
del Procedimiento económico-adminis-
trativo es el tema de Antonio L. BA-
ÑON, que es uno más de los que de-
nuncian la antigüedad, por no decir

(2) Entendemos que son palabras ma-
yores las empleadas por este especialis-
ta en todo su «dicurso», de enorme gra-
vedad para cualquier estudioso del De-
recho (lo tienen por ser más para los
que, como analíticos del Derecho Admi-
nistrativo, desde la Revolución Francesa
vienen intentando la paulatina elimina-
ción de tantos y tantos privilegios que
caracterizaron al mundo antiguo, a aquel
«viejo Derecho» que, procedente de la
Edad Media, fue consolidando en esta-
mentos, clases y status sociales, privile-
gios y prebendas). En una época tan
verdaderamente revolucionaria, atenta
en todas sus facultades a la expulsión
convivencial del mínimo residuo nobilia-
rio —señalemos, en el terreno estricta-
mente del foro, el informe del Consejo
General del Poder Judicial sobre la co-
locación en estrados de los graduados
sociales actuantes ante la Magistratura
de Trabajo, publicada en el «Boletín de
Información» del citado Organismo nú-
mero 59, Madrid, junio 1987, págs. 46-49,
aplicando con todo rigor «eZ principio
de igualdad» en que se inspira la Ley—,
resulta «pretoriano» y vetusto el anqui-
losamiento que el Estado, motor del
cambio social, viene experimentando en
el campo de las normas tributarias, que
emplazan a ese ciudadano, que en otros
ámbitos se ensalza, como la base de su
legitimación, en la casi presunción ab-
soluta del enemicus schmittiano. Para
que luego tanto aficionado a la confu-
sión como hay en este país, salga al
agora proclamando el igualitarismo más
radical y la obsolescencia de las discri-
minaciones por razones de fortuna y
prestigio sociales.
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confusión conceptual, de los que apo-
yaron su supresión —ya conseguida
positivamente— de la esfera tributa-
ria local, lo que a su juicio «va a
dar lugar a múltiples situaciones de
indefensión de hecho de los ciuda-
danos, con especial incidencia en el
contribuyente de escasa capacidad
económica (3) extremo sobre el que
incide, con tonos jeremíacos al con-
trastar este panorama con los artícu-
los 9 y 24 de la Constitución, pues-
to que aun reconociéndose la vía ju-
rídica para el acceso a la tutela ju-
risdiccional ¿está amparada por la
Constitución? la indefensión de hecho
que en muchos casos se producirá...
situación agravada por la tendencia a
«administrativizar» los actos de auto-
liquidación, lo que significa reducir,
por no decir eliminar, los plazos de
impugnación. Demasiados tecnicis-
mos y homologciones para ir contra
lo que realmente ahora sea la meta
del Derecho Tributario: la justicia de
los contribuyentes (y así sentida por
éstos).

Las opiniones aquí expuestas se
han visto corroboradas y ratificadas
por las de otros autores, escritas con
posterioridad, que refuerzan el tono
pesimista que es el rasgo común de
todas ellas. Elijamos como botón de
muestra la del profesor Magín PONT
MESTRE (4) quien con su permanente

(3) Visiones que han dado y seguirán
dando origen a tales situaciones. Las am-
bivalencias y capciosas argumentaciones
que se utilizaron a nivel parlamentario
quedan evidenciadas en los diarios de
sesiones, tal y como destacamos en nues-
tro análisis de este tema en el trabajo
publicado en la «Revista de la Cámara
de la Propiedad Urbana de Tarragona»
(1985).

Volviendo al tema subyacente en la
nota anterior, véanse J. BANACLOCHE PÉ-
REZ, Actuaciones previas al procedimien-
to penal en materia tributaria (diario
«ABC», de 27-6-1987), y M. PONT MESTRES,
Resignación tributaria (mismo diario, 26-
6-1987).

(4) Artículo ya citado, publicado en
«ABC» del 26-6-1987. La cita supra con-

matiz irónico, ha escrito esto: «Ya
puede esforzarse el tolerante contri-
buyente en hacer las cosas lo mejor
que pueda y sabe, con calma y dete-
nimiento, que si considera la Admi-
nistración Tributaria que ha incurri-
do en error o equivocación en la mal
llamada autoliquidación, de la que
resulte menor cantidad ingresada de
la procedente, queda inmerso en las
redes de la normativa reguladora de
infracciones y sanciones, cuando no,
en delito fiscal».

Otros temas

El resto del libro es una constela-
ción de los temas más relacionados
con la profesión economista y el mun-
do fiscal, que va desde el IVA hasta
el secreto bancario y los deberes de
información de las Entidades de cré-
dito y ahorro y la regulación de la
profesión de asesor fiscal dentro de
los cuales pueden encontrarse juicios
sobre aspectos jurídicos en ocasio-
nes discutibles (desde Francia nos lle-
ga esta afirmación en relación con
la asesoría fiscal: «los abogados es-
tán tradicionalmente alejados... des-
de hace algunos años, sin embargo,
abordan la fiscalidad a través de la
vía del derecho de los negocios pero
su penetración es ocasional y super-
ficial») (5).

Destaquemos dentro de esas críti-
cas el examen que se hace por Juste
ROSSF.LL del «secreto bancario», cuyo
levantamiento lo justifica precisa-
mente por motivos fiscales, pues fi-
jada la ratio tributandi en la capaci-
dad económica, es imprescindible la
comprobación de esta a través de
la revisión de las cuentas bancarias.

tinúa así: «No cabe en el ordenamiento
tributario vigente la discrepancia inter-
pretativa, ni cabe el error involuntario,
pues una y otra cosa se reconducen a
infracción...»

(5) J. C. GOURGUES, La consultorio
fiscal en Francia. La profesión de Con-
sejero Fiscal.
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Tanto la breve exposición histórica
como el estudio que se hace de la úl-
tima legislación, se han visto com-
pletadas con los tiempos vigentes, al
haberse producido una jurispruden-
cia de nuestro Tribunal Supremo que
quita los últimos flecos a reservas
prácticas sobre el particular, lo que
significa que en adelante el poder pú-
blico recurrirá con mayor insisten-
cia a esta vía de información que
bajo las cautelas impuestas ya desde
1977 tiene a su favor la Administra-
ción Tributaria (parte de la Jurispru-
dencia se menciona aquí en un ca-
mino de tanteo que ha ido abriéndo-
se ventanas en un edificio de nueva
construcción, pero aunque nuestro
sistema bancario no poseía la mis-
ma consistencia dogmática en este
campo que su homólogo suizo, por
ejemplo, lo cierto es que, como el
autor de este trabajo indica, la base
legal del secreto bancario estaba ya
en los estatutos del Banco de Espa-
ña). A pesar de su actitud en contra
del secreto bancario, puntualiza so-
bre su carácter limitado, pidiendo
que el uso que se haga del levanta-
miento de dicho secreto «sea pruden-
te y equilibrado, respetando en todo
caso las garantías establecidas en la
Ley>, algo tan obvio que su explici-
tación sólo tiene lógica en países co-
mo el nuestro en donde parece que la
ley formal no es suficiente límite.

Cualquier lector podrá encontrar
por aquí o por allá juicios y opinio-
nes sobre cuestiones que están sien-
do el pan nuestro de cada día, al vi-
vir como lo hacemos envueltos por
una problemática y unas prácticas tri-
butarias que crecientemente son más
preocupantes que nunca, pues ante la
reiterada defensa —resistencia— (6)

que los ciudadanos oponen a los po-
deres públicos en pro de su intimi-
dad (no sólo personal sino económi-
ca) estos poderes responden con nue-
vos modelos intervencionistas que
van reduciendo aquella a un simple
slogan. Y es aquí donde el Derecho
Administrativo debería decir algo
más en la actualidad que lo que es-
tá diciendo, pues nos vamos dando
cuenta que la Administración no deja
de operar con técnicas que llámense
de supremacía o de relación especial
o de potestad, su resultado último
es el mismo sobre el que tradicional
y clásicamente ha venido actuando
esta rama jurídica, porque en defi-
nitiva y con esto terminamos, como
ha escrito el profesor ALBIÑANA GAR-
CÍA-QUINTANA respecto a otro tema tri-
butario afín, por su temática, a los
que hemos expuesto «El Derecho Ad-
ministrativo y el Derecho Tributario
se dan la mano en una ocasión más,
demostrando que cada día es más
necesario volver al Derecho Público
para explicar de modo integral los
fenómenos que genera la actividad
económica y financiera del Estado
contemporáneo» (7).

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

(6) Sin caer en la generalización ele-

fantiásica de un Thomas BERNHARD, pa-
ra el que cualquier acto individual es un
acto de resistencia contra el acto de sig-
no contrario, la verdad es que el sujeto
se ve en muchas ocasiones obligado a
manifestar su posición como prueba de
su disconformidad en todos los ámbitos
de su personalidad, y en la vida moder-
na, con particular énfasis en los usos
que inciden sobre su esfera patrimonial.

(7) Artículo publicado en «ABC», 29-
6-1987, bajo el título Las exenciones tri-
butarias en pactos con el Estado son
cláusulas contractuales.
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